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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-01159-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Morales Fernández

Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Cabecar de Talamanca
	01-02-11
	DESARROLLO DE MINERIA EN LAS COMUNIDADES INDIGENAS

-Artículos 1 y 112 del Código de Minería. Ley número 6797 del 04-10-1982.

Las normas señalan que el Estado tiene el dominio absoluto, inalienable e imprescriptible de todos los recursos minerales que existen en el territorio nacional y en su mar patrimonial, cualquiera que sea el origen, estado físico o naturaleza de las sustancias que contengan. El Estado procurará explotar las riquezas mineras por sí mismo o por medio de organismos que dependan de él. Sin embargo, el Estado podrá otorgar concesiones para el reconocimiento, exploración, explotación y beneficio de los recursos minerales, conforme con la presente ley. Las concesiones no afectarán en forma alguna el dominio del Estado, y se extinguirán en caso de incumplimiento de las exigencias legales para mantenerlas. Asimismo, se indica en el artículo 112 que esta ley deroga todas aquellas leyes y reglamentos dictados respecto a la industria minera. A juicio del recurrente, se desconoce, el derecho de co-propiedad de las comunidades indígenas, a los minerales existentes en su territorio.



	11-01185-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Sanabria Ramírez

Cámara Nacional de Patentados de Costa Rica


	02-02-11
	PERMISOS DE FUNCIONAMIENTO. REGLAMENTO DE AGUAS RESIDUALES

-Párrafo segundo del artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 36304-S-MINAE. Reforma Reglamento de Vertido y Reuso de Aguas Residuales y Reglamento General para el Otorgamiento de Permisos de Funcionamiento del Ministerio de Salud. 
Señala la norma que los restaurantes, sodas, bares y cantinas deberán verter caudales mensuales menores a 30 metros cúbicos y contar con unidades separadoras de grasas y aceites en número y capacidad necesarios para el caudal de aguas residuales generadas. Los funcionarios del Ministerio de Salud encargados del visado sanitario de planos de construcción y permisos de funcionamiento por primera vez o de su renovación, velarán por el cumplimiento de esta disposición. Se acusa que no se regula igual a otro tipo de negocios. 



	11-01235-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carmen María Muñoz Quesada y otros

Diputados
	02-02-11
	PLAN NACIONAL DE ATRIBUCIÓN DE FRECUENCIAS (PNAF)
-Decreto Ejecutivo No. 35866-MINAET del 23-04-2010

El decreto impugnado declara de “asignación no exclusiva” la bandas de frecuencias de microondas concesionadas al ICE, y solo éstas, sin tocar las bandas asignadas al sector privado que son de iguales características, amenazando, a juicio del accionante, la estabilidad del ICE y su giro futuro, provocando un uso ineficiente del espectro radioeléctrico dedicado al enlace de microondas. 



	11-01245-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Valverde Alvarado
	03-02-11
	REGLAMENTO DEL FONDO DE RETIRO DE EMPLEADOS DE LA CCSS

-Artículo 3 y concordantes del Reglamento del Fondo de Retiro de los Empleados de la Caja Costarricense de Seguro Social. (FREE)

Se impugna rebajo que se le hace del Fondo de Retiro de Empleados de la CCSS, sin que tenga préstamo alguno con la entidad. 



	11-01308-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Antonio Segura Seco
	04-02-11
	ESCRITOS PRESENTADOS EN TRIBUNAL DISTINTO

-Artículo 953 del Código Civil

-Jurisprudencia del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. 

La norma señala que los escritos presentados en tribunal distinto al que conoce del proceso no surtirán efecto; lo surtirán si llegan a éste dentro del plazo correspondiente.



	11-01439-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgar Trejos Ramírez
	08-02-11
	CASOS DE INGRESOS SIN CONCURSO AL SERVICIO CIVIL

-Artículo 14 del Reglamento al Estatuto de Servicio Civil. La Frase “podrá reingresar dentro de la década siguiente”

La norma señala que un servidor que hubiere prestado servicio en alguna de las instituciones dentro del Régimen de Servicio Civil, por un período no menor de 5 años, podrá reingresar al puesto que ocupaba, sin concurso previo, siempre y cuando cumpla los requisitos. De los mismos privilegios  gozarán los servidores, cuyos puestos hayan sido suprimidos por ley o eliminados por reducción de servicios. 



	11-01456-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Patricia Benavides Chaverrí
	08-02-11
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL

-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	11-01484-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fernando Sánchez Sirias
	08-02-11
	SANCIONES POR INCUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES PATRONALES CON EL INS

Artículos 9.6.1, 9.6.2, 9.6.3, 9.6.3.1, 9.6.3.4, 9.6.3.4.1, 9.6.3.4.2, 9..3.4.3, 9.6.3.4.4., 9.6.3.8., 9.7, 10.19., 10.21, 12.12, 12.1.2.1, 12.1.2.2, 12.2, 12.2.1, 12.2.2., 12.2.3., 12.2.4., 12.2.5, 12.2.6, 12.2.7, 12.2.8., 12.2.8.1., 12.2.8.2, 12.2.8.2.1 y 12.2.8.2.2 de la Norma  Técnica del Seguro de Riesgos del  Trabajo. 

El INS interprete que con base en las normas impugnadas, puede establecer una sanción del 35% del valor de la obra contratada, por no acreditar los contratos de seguros. De esta forma se obliga a presentar  el contrato de obra pública, para determinar el monto asegurado para la póliza y no lo hace con base en la información de planilla, imponiendo sanciones económicas por vía reglamentaria.



	11-01544-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodrigo Rodríguez Arce
	09-02-11
	SANCION DE INHABILITACION PARA CONTRATAR CON EL ESTADO IMPUESTA A EMPRESAS

-Artículo 100 y 100 bis de la Ley de Contratación Administrativa. No. 7494 del 02 de mayo de 1995.

-Artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto Ejecutivo No. 33411-H del 27 de setiembre del 2006, reformado por el artículo 1 del Decreto 33758 del 02 de mayo del 2007 y por el artículo 1 del Decreto 33860 del 29 de mayo del 2007. 

Se acusa que las normas impugnadas permiten la sanción de inhabilitación para contratar con la administración por un período de 1 a 5 años la Ley y de 2 a 10 el Reglamento. 


	11-01545-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Rodríguez Vargas
	09-02-11
	SANCION DE INHABILITACION PARA CONTRATAR CON EL ESTADO IMPUESTA A EMPRESAS

-Artículo 100 y 100 bis de la Ley de Contratación Administrativa. No. 7494 del 02 de mayo de 1995.

-Artículo 215 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Decreto Ejecutivo No. 33411-H del 27 de setiembre del 2006, reformado por el artículo 1 del Decreto 33758 del 02 de mayo del 2007 y por el artículo 1 del Decreto 33860 del 29 de mayo del 2007. 

Se acusa que las normas impugnadas permiten la sanción de inhabilitación para contratar con la administración por un período de 1 a 5 años la Ley y de 2 a 10 el Reglamento. 


	11-01573-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Aguilar Herrera
	10-02-11
	LIMITACIONES PARA CONOCER ASUNTOS UNA VEZ COCLUIDA LA RELACION LABORAL

- Artículo 62 del Código de Deberes Jurídicos, M orales y Éticos del Profesional en Derecho. 

La norma impugnada establece que cuando un abogado o abogada haya cesado labores en la judicatura o en alguna institución pública estatal o no estatal, no deberá patrocinar asuntos que hubiese conocido en carácter de funcionario,  durante el plazo de un año no podrá patrocinar asuntos que deben ser resueltos en la oficina u órgano donde laboró. En el caso del recurrente la prohibición se aplicó por un plazo indefinido.



	11-01598-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Luis Avendaño Calvo

Partido Restauración Nacional


	10-02-11
	CANCELACIÓN DE INSCRIPCIÓN DE PARTIDOS POLITICOS

-Artículo 68 del Código Electoral. Ley número 8765 del 19 de agosto del 2009.

La norma señala que con la salvedad de lo dispuesto para las coaliciones, la Dirección General del Registro Electoral cancelará, sin más trámite, las inscripciones de los partidos políticos que no participen o no obtengan, en la elección respectiva, un número de votos válidos igual o superior al número de adhesiones exigidas en este Código.



	11-01625-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Eduardo Antonio Marín Sanabria
	10-02-11
	REQUISITO DE AUTENTICACIÓN EN VIA CIVIL Y CONSTITUCIONAL

-Artículo 114 del Código Procesal Civil

-Artículo 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional

Las normas exigen el requisito de autenticación en los procesos civiles y de acciones de inconstitucionalidad, lo que el accionante considera violatorio del derecho al acceso a la justicia. 



	11-01683-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mariano Castillo Bolaños
	10-02-11
	REQUISITO DE AUTENTICACIÓN EN VIA CIVIL Y CONSTITUCIONAL

-Artículo 114 del Código Procesal Civil

-Artículo 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional

Las normas exigen el requisito de autenticación en los procesos civiles y de acciones de inconstitucionalidad, lo que el accionante considera violatorio del derecho al acceso a la justicia. 



	11-1766-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Antonio Salas Bonilla

Alcalde de la Municipalidad de Tibás 


	14-02-11
	CREACIÓN DEL ORGANO DE NORMALIZACIÓN TECNICA PARA LA DETERMINACIÓN DEL IMPUEST O DE BIENES INMUEBLES

-Artículo 12 párrafo primero de la Ley de Impuesto de Bienes Inmuebles. No. 7509 del 09 de mayo de 1995.

La norma impugnada crea el Órgano de Normalización Técnica, encargado de determinar los valores de los bienes inmuebles y optimizar la administración del impuesto. Considera el recurrente que estas normas son violatorias de la autonomía municipal, pues no permite a los entes municipales ningún margen de coordinación con este ente. 



	11-01727-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Hugo Bolaños Hernández
	14-02-11
	ACUERDO DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE

-Párrafo primero inciso 2 del Acuerdo Municipal número 1. Artículo IV de la sesión ordinaria número 21 del Concejo Municipal del 21 de setiembre del 2010 de la Municipalidad de San José.

El acuerdo instruye la Alcalde a suspender el otorgamiento de patentes comerciales de salas de juegos y/o autorizar máquinas de juegos, hasta que se pronuncie el Concejo Municipal con referencia a estos asuntos. 



	11-1191-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Gerardo Mora Ordóñez
	17-02-11
	RECONOCIMIENTO DE TIEMPO EXTRAORDINARIO EN MIGRACION

-Artículo 30 del Reglamento para la Autorización, Reconocimiento y Compensación de tiempo extraordinario en la Dirección General de Migración y Extranjería. 

La norma señala que no se reconoce tiempo extraordinario a los funcionarios que gozan de disponibilidad. Se cita el voto de la Sala Constitucional 8556-10.



	11-1905-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marco Montero Leal
	16-02-11
	MULTA POR NO USAR CINTURÓN DE SEGURIDAD

-Artículo 131 inciso k) de la Ley de Tránsito. No. 7331 del 13-04-94 y sus reformas. 

La norma establece una multa, a juicio del accionante desorbitada, por no usar cinturón de seguridad. 



	11-1888-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Álvaro Bernal Ramírez Ulate
	16-02-11
	APELACIÓN DE RESOLUCIONES DEL TRIBUNAL DE LA INSPECCIÓN JUDICIAL

-Artículos 209, 210 y 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No. 7333

Las normas impugnadas no permiten al quejoso apelar las  resoluciones que dicte el Tribunal de la Inspección Judicial; no obstante, si se le permite al funcionario sancionado.



	11-1786-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Hernán Rodríguez Peiton

Hoteles Aurola S.A.
	
	PROPINA

-Artículo 1 de la Ley de Propinas

La norma señala que los trabajadores de restaurantes, bares y otros establecimientos, tendrán derecho a propina cuando el servicio se preste en las mesas. Considera que la norma es inconstitucional porque la  propina no es parte del salario, es una obligación de carácter legal por la prestación de un servicio privado, creándose un tributo que no se encuentra autorizado por el artículo 121 inciso 13 de la Constitución Política. 



	11-2094-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo Mojica Chang
	21-02-11
	SANCIONES IMPUESTAS A ABOGADOS

-Artículos 46, 78 inciso c), 79, 80, 87 incisos 1 y 3 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho. Aprobado en sesión de Junta Directiva No. 47-2004 del 11 de noviembre de 2004 y ratificada su aprobación en sesión número 50-2004 del 25-11-2004. Publicado en La  Gaceta No. 242 del 10-12-2004. 

-Artículo 10 de la Ley Orgánica del Colegio de Abogados

-Artículo 241 inciso 3 de la Ley General de Administración Pública

Se impugna sanción de suspensión impuesta abogado, con base en una normativa reglamentaria. Se alega falta al debido proceso, al derecho de trabajo y aplicándosele supletoriamente la Ley General de Administración Pública. 



	11-2125-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Wilfredo Mirando Solano

Grupo de Comunicación Creativo S.A.
	22-02-11
	SANCIÓN A PATRONOS MOROSOS CON LA CCSS

-Artículo 36 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

La norma impugnada señala que el derecho para exigir la prestación de beneficios nace en el momento en que haya ingresado a lo fondos de la Caja el número de cuotas que para cada modalidad de seguro determine la Junta Directiva. Sin embargo, no se negarán las prestaciones del Seguro de Enfermedad y Maternidad al trabajador asegurado cuyo patrono se encuentra moroso en el pago de las cuotas obrero-patronales. En el caso de mora por más de un mes, la Institución tendrá derecho a cobrar al patrono el valor íntegro de las prestaciones otorgadas hasta el momento en que la mora cese, de acuerdo con las reglas establecidas en el artículo 53, sin perjuicio del cobro de las cuotas adeudadas y de las sanciones que contempla la Sección VI de esta ley.

Se cuestiona el que se sancione a un patrono moroso sin debido proceso. 



	11-2127-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Claudia Salazar Castro
	22-02-11
	PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS EN LA CCSS

-Artículo 122 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social

En lo que se impugna, la norma señala que para notificar la apertura de un procedimiento administrativo, en el supuesto de que la persona esté en vacaciones, se le notificará cuando se reincorpore, en cuyo caso tampoco correrá la prescripción. 



	11-2147-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Nancy Arias Mora y otros
	22-02-11
	APERTURA DE SEGUROS SOLIDARIOS

-Omisión de la Asamblea Legislativa de emitir una ley que cumpla con los compromisos, acordados en el Tratado de Libre Comercio de Estados Unidos con Centroamérica y República Dominicana (CAFTA)

Se acusa que para abrir el monopolio de seguros solidarios se deben modificar el Código de Trabajo y la Ley de Tránsito, lo cual hasta ahora no se ha efectuado. 



	11-2274-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Teresa Salas Ruiz
	24-02-11
	VIUDAS O EX COMPAÑERAS DE BOMBEROS PIERDEN PENSION EN CASO NUEVA RELACIÓN

-Artículo 15 del Reglamento del Fondo de Pensiones y Jubilaciones para los miembros del Benemérito Cuerpo de Bomberos de Costa Rica. 

La norma señala que la viuda o ex compañera de un pensionado del Cuerpo de Bomberos, perderá su derecho en el momento en que se case o formalice una relación de hecho. 



	11-2328-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Jacob Campos Torres
	25-02-11
	REQUISITO DE AUTENTICACIÓN EN VIA CIVIL Y CONSTITUCIONAL

-Artículo 114 del Código Procesal Civil

-Artículo 78 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional

Las normas exigen el requisito de autenticación en los procesos civiles y de acciones de inconstitucionalidad, lo que el accionante considera violatorio del derecho al acceso a la justicia. 



	11-2404-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Christopher Rodrigo Badilla Sánchez
	28-02-11
	OBLIGACION DE QUE LOS VEHICULOS TENGAN EL VOLANTE A LA IZQUIERDA

-Artículo 32 inciso c) y 134 inciso c) de la Ley de Tránsito. 

Las normas señalan que los vehículos deben tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo y que el conductor  que incumpla cualquiera de las disposiciones, generales y especiales, se le impondrá una multa del 30% de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”



	11-2410-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alonso Agüero Umaña
	28-02-11
	MEDICIÓN DE RUIDOS Y GACES DE MOTOCICLETAS

-Artículo 122 punto 2 del inciso c) de la Ley de Tránsito.

La norma impugnada señala que se Prohíbe que los vehículos automotores, cualquiera que sea su tipo o tamaño, provoquen ruido, gases y humo que excedan de los límites establecidos en los siguientes incisos: c)            Los niveles máximos admisibles de ruido emitido por el escape de los vehículos en condición estática, serán los siguientes: 2)            Para las bicimotos, las motocicletas, los microbuses y los vehículos cuyo peso bruto sea entre tres coma cinco (3,5) toneladas métricas y ocho (8) toneladas métricas, es de 98 dB (A). 

Se acusa que con esta medición se toma a las motocicletas como automotores livianos, lo cual no es correcto.  



	11-2434-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Pereira Torres


	28-02-11
	DELITO DE CONTRABANDO

-Artículo 211 y 212 de la Ley General de Aduanas. 

Las normas imponen una multa a quien introduzca en el territorio nacional o extraiga de él mercancías de cualquier clase, valor, origen o procedencia, eludiendo el ejercicio del control aduanero, aunque con ello no cause perjuicio fiscal y establecen circunstancias agravantes. Señala el accionante que las normas imponen una pena conjunta de prisión y multa y es contraria a la regulación centroamericana. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-011099-0007-CO

Voto 2011-001297
	02-02-11
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Presidente de la Asociación de Maestros de Hoteles y Afines en contra de los artículos 4 de la Ley N° 4946 y 6, 7, 10 y 11 del Decreto Ejecutivo N° 2624 del 3 de noviembre de 1972, artículos 33, 34, 50, 56, 57 y 73 de la Constitución Política, así como lo resuelto por la Sala Constitucional en el voto 2010-4806. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017717-0007-CO

Voto 2011-001298
	02-02-11
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Gilberto Gino Ocaña Aguilar, Johnny Pérez Vargas en contra del Inciso 2) de la CONSTITUCIÓN POLÍTICA. Se rechaza de plano la acción. La Magistrada Calzada Miranda pone nota.-

	11-000806-0007-CO

Voto 2011-001299
	02-02-11
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Hernán Rodríguez Peyton, Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones del Sector Empresarial Privado en contra de la Ley N° 8901 “ Ley de Porcentaje Mínimo de Mujeres que deben integrar las directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas”. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 11-000320-0007-CO se tramita ante esta Sala.-

	10-015460-0007-CO

Voto 2011-001300
	02-02-11
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Oriette Zonta Elizondo en contra del HIMNO NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA. Se rechaza de plano la acción.-

	11-000204-0007-CO

Voto 2011-001301
	02-02-11
	A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Magaly Campos Chávez en contra de los artículos 2, 5, 21, 22, 23, 25, 26 y 27 de la ley número 8589 Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres. Se rechaza de plano la acción.-

	11-000926-0007-CO

Voto 2011-001302
	02-02-11
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Harry James Zurcher Blen en contra de la Ley contra la corrupción y el enriquecimiento ilícito en la función pública, número 8422 del seis de octubre del dos mil cuatro. Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 10-011964-007-CO se tramita ante esta Sala.-

	10-0012025-0007-CO

Voto 2011-001303
	02-02-11
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Astaldi S.P.A. Sucursal Costa Rica en contra del inciso c) del artículo 64 del Decreto Ejecutivo N.18445-H y sus reformas, Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la Renta y la interpretación  del mismo de la Dirección General de Tributación y la Procuraduría General de la República. Se rechaza de plano la acción.  El Magistrado Castillo salva el voto y ordena dar curso a la acción.-

	11-000714-0007-CO

Voto 2011-001304
	02-02-11
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yasmin Herrera Mahomar en contra del DECRETO EJECUTIVO NO. 33436-MP-MTSS, REGLAMENTO ORGÁNICO DE LA JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL. Se rechaza de plano el recurso.-

	10-014710-0007-CO

Voto 2011-001305
	02-02-11
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Crisanto Mena Valverde en contra  DEL ARTÍCULO 115 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL. Se rechaza de plano la acción.-

	11-000859-0007-CO

Voto 2011-001306
	02-02-11
	A las quince horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, vertida en las sentencias número 2009-0742, 2009-0776 y 2009-777, así como las interpretaciones realizadas por el Juzgado Penal de Osa en los expedientes 09-200692-454-PE y 09-202154-454-PE y por el Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, expediente 07-200185-456-PE. Se rechaza de plano la acción.-

	10-015314-0007-CO

Voto 2011-001307
	02-02-11
	A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Inmobiliaria Topus Uranus S.A. en contra del párrafo segundo del artículo 10 bis, el párrafo primero y cuarto del artículo 12, así como el artículo 23, todos de la LEY DE IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES, NO. 7509 DE 9 DE MAYO DE 1995. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto sean resueltas las que bajo los expedientes números 09-006753-0007-CO, 09-018741-0007-CO y, 10-002789-0007-CO, se tramitan ante esta Sala. Désele curso a la acción en cuanto al artículo 23 de la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles, No. 7509 de 9 de mayo de 1995.-

	10-016202-0007-CO

Voto 2011-001309
	02-02-11
	A las quince horas con once minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Tribunal de Trabajo Sección Tercera del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución de las nueve horas cincuenta y nueve minutos del 11 de octubre de 2010, dictada dentro del expediente número 10-000298-0028-LA, que es proceso en la jurisdicción laboral por Conmutación de Renta. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	10-001782-0007-CO

Voto 2011-001354
	02-02-11
	A las quince horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexander David Wong Fernández, Cristina González Collado en contra del Artículo 106 inciso c) del Código de Familia. Se declara sin lugar la acción.-

	10-005376-0007-CO

Voto 2011-001355
	02-02-11
	A las quince horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Ester Barboza Araya en contra del Artículo 27 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. Ley No. 3504 del 10 de mayo de 1965, publicada  en la Gaceta número 117 del 26 de mayo de 1965. Se declara sin lugar la acción.-

	09-000482-0007-CO

Voto 2011-001356
	02-02-11
	A las quince horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Soto Vega en contra del Artículo 13 de la Ley de Impuestos sobre la Renta. Se admite la coadyuvancia de Christian Merlos Cuaresma, en su condición de Apoderado Especial Judicial del licenciado Franklin Morera Sibaja. Se declara SIN LUGAR la acción.-

	09-0016632-0007-CO

Voto 2011-001357
	02-02-11
	A las quince horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rosario Salazar Delgado en contra del Artículo 144 inciso a) del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-

	08-013240-0007-CO

Voto 2011-001359
	04-02-11
	A las nueve horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alexander Vargas Rojas en contra de la Ley 7389 publicada en La Gaceta No. 83 del 02-05-1994, que reformó los artículos 51 y 76 del Código Penal. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición.-

	10-017152-0007-CO

Voto 2011-001360
	04-02-11
	A las nueve horas con cuarenta minutos. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad. Diputados José María Villalta Flórez-Estrada, Claudio Monge, Juan Carlos Mendoza García, Martín Monestel Contreras, María Jeannette Ruiz Delgado, Walter Céspedes Salazar, Ana Eugenia Venegas R, Carmen Muñoz Quesada, Carmen Granados Fernández, Yolanda Acuña, Justo Orozco Álvarez, José Joaquín Porras y Víctor Hernández Rivera en contra referente al expediente legislativo No. 17.156, "Interpretación Auténtica del artículo 80 de la Ley No: 4179, de 22 de agosto de 1968, y sus reformas, Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo. Se evacua la consulta legislativa planteada de la siguiente manera: a) por unanimidad se declara que en cuanto al procedimiento legislativo, no existen las infracciones constitucionales alegadas por los Diputados consultantes respecto del proyecto de ley tramitado bajo el expediente legislativo No. 17.156, denominado "Interpretación Auténtica del artículo 80 de la Ley número: 4179, de 22 de agosto de 1968, y sus reformas, Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo".;  b) en cuanto al fondo del proyecto consultado, por mayoría se declara que tampoco existen las infracciones constitucionales señaladas.- En este punto concreto, la Magistrada Calzada y los Magistrados Salazar y Barahona, salvan el voto y evacuan la consulta señalando la existencia de lesiones constitucionales respecto del fondo del proyecto de ley consultando.- Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa, a la Comisión Legislativa de Asuntos de Constitucionalidad y a las Diputadas y Diputados consultantes.-

	06-007779-0007-CO

Voto 2011-001361
	04-02-11
	A las nueve horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elizabeth Fonseca Corrales, Rodrigo Castillo Escalante en contra de loa Actos dictados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, sobre la Conformación de las Comisiones Permanentes Especiales y Especiales. Se declara PARCIALMENTE CON lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, identificados con los números 02-06-07 y 06-06-07 tomados en las sesiones del 22 y 23 de mayo del 2006, en lo que respecta a la conformación de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos y la Comisión Permanente Especial de Turismo para el periodo 2006-2007. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria para que la inconstitucionalidad declarada no afecte la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. En lo demás se declara SIN lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	10-012110-0007-CO

Voto 2011-001424
	04-02-11
	A las once horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Daniel Esteban Salas Muñoz en contra de los artículos 11 de la Ley número 8720 del cuatro de marzo del dos mil nueve, Ley de protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y Código Penal y 334, 351 y 204 bis del Código Procesal Penal y sus reformas. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición.-

	11-000806-0007-CO

Voto 2011-001632
	09-02-11
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Manuel Hernán Rodríguez Peyton, Unión Costarricense de Cámaras y Asociados del Sector Empresarial Privado en contra de la Ley N° 8901 “ Ley de Porcentaje Mínimo de Mujeres que deben integrar las directivas de Asociaciones, Sindicatos y Asociaciones Solidaristas” . Se corrige el error material consignado en la parte dispositiva de la sentencia 2011-001299 de las quince horas un minuto del dos de febrero del dos mil once. Léase correctamente en el Por Tanto de esa sentencia "Acumúlese esta acción a la que bajo expediente número 11-000329-0007-CO se tramita ante esta Sala".

	10-015770-0007-CO

Voto 2011-001633
	09-02-11
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mauricio Calderón Solís, Oriette Zonta DE Elizondo, Sindicato de Trabajadores del Banco Popular y de Desarrollo Comunal en contra del ARTÍCULO 44 DEL REGLAMENTO INTERIOR DE TRABAJO DEL BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL, ASÍ COMO EL ORDINAL 51 DE LA IV REFORMA A LA TERCERA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota en lo que respecta al artículo 44 del Reglamento Interior de Trabajo del Banco Popular y Desarrollo Comunal, conforme lo indica en el penúltimo considerando de esta sentencia. Las Magistradas Calzada Miranda y Abdelnour Granados ponen nota en lo atinente a la admisibilidad de la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 51 de la IV Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, según lo puntualizan en el último considerando de esta sentencia. 

	11-000930-0007-CO

Voto 2011-001634
	09-02-11
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Erick Eliécer Espinoza Ortiz en contra de lo actuado por el Tribunal Penal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Corredores, el Tribunal de Casación Penal de Cartago y los artículos 1, 9 inciso b) de la Ley de Extradición. Se rechaza de plano la acción.

	11-000960-0007-CO

Voto 2011-001635
	09-02-11
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jose Antonio Agüero Morales en contra del artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.

	10-016202-0007-CO

Voto 2011-001636
	09-02-11
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Judicial. Tibunal de Trabajo Sección Tercera del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución de las nueve horas cincuenta y nueve minutos del 11 de octubre de 2010, dictada dentro del expediente número 10-000298-0028-LA, que es proceso en la jurisdicción laboral por Conmutación de Renta. Se corrige el error material contenido en la sentencia número 2011-01309, de las quince horas once minutos del dos de febrero de dos mil once, de manera que se debe conservar el segundo encabezado y el subsiguiente texto de la sentencia, y no el primer encabezado y el título "Resultando" que le sigue, como se consignó por error.-

	09-011979-0007-CO

Voto 2011-001650
	09-02-11
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Banca Promérica S.A. en contra del Inciso a) del Artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y, en consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de la norma que se anula, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo que establecen los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria, de manera que, con excepción del caso concreto que sirve de base a esta acción, respecto del cual la retroactividad es de principio, se consideran de buena fe los tributos cobrados e ingresados a la caja de la Municipalidad antes de la publicación en el Boletín Judicial del primer aviso de interposición de este proceso. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Municipalidad de Heredia. Notifíquese.-

	09-018320-0007-CO

Voto 2011-001654
	09-02-11
	A las quince horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Tunatun Internacional de Costa Rica Sociedad Anónima en contra de la Interpretación auténtica de la Ley No. 3416 del 03 de octubre de 1964. Artículo único, que hace la interpretación del artículo 968 del Código de Comercio. Se declara sin lugar la acción.-

	08-006164-0007-CO

Voto 2011-001655
	09-02-11
	A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Centrocel Inc S.A. en contra del Artículo 38 del Reglamento General de Contratación Administrativa  Decreto Ejecutivo número 33411-H. Se declara sin lugar el recurso.-

	10-016784-0007-CO

Voto 2011-001825
	11-02-11
	A las once horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Diursa Inmobiliaria de Costa Rica, Sociedad Anónima en contra de los artículos 58 y 66 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, número 7727. Se rechaza por el fondo la acción.-

	11-00210-0007-CO

Voto 2011-002074
	15-02-11
	A las diecisiete horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Sánchez Arguedas en contra de los artículos 2.5 y 12.1 del Tratado de Asistencia Legal Mutua en asuntos penales entre las Repúblicas de Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nicaragua y Panamá, Ley 7696. Se rechaza de plano la acción.-

	10-012984-0007-CO

Voto 2011-002082
	23-02-11
	A las catorce horas con treinta y siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Familia, Civil y Laboral de Puriscal en lo referente al Artículo 71 del Código de Familia, Ley No. 5476 de 2 de diciembre de 1973. Se  evacua la presente consulta judicial de constitucionalidad, en el sentido que el artículo 71 del Código de Familia, Ley No. 5476 de 2 de diciembre de 1973, no es inconstitucional. Se rechaza por improcedente la solicitud de coadyuvancia activa planteada por Mariano Castillo Bolaños.-

	08-008050-0007-CO

Voto 2011-002083
	23-02-11
	A las catorce horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor Cristina Díaz Prudencio en contra de los Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. No ha lugar a las gestiones formuladas.-

	10-015634-0007-CO

Voto 2011-002260
	23-02-11
	A las diecisiete horas con treinta y cinco minutos. Amparo. Acción de Inconstitucionalidad. Azarias Barrantes Delgado en contra del ARTICULO 7 INCISO C) DEL CODIGO NOTARIAL.  Se rechaza de plano la acción.-     

	11-001077-0007-CO

Voto 2011-002261
	23-02-11
	A las diecisiete horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jaime Gutiérrez Góngora en contra de la inercia del Poder Ejecutivo de utilizar en forma inmediata la Fuerza Pública para sacar a las tropas nicaragüenses de la Isla Calero. Se rechaza de plano la acción.-

	10-017429-0007-CO

Voto 2011-002263
	23-02-11
	A las diecisiete horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Alberto Rodríguez Espinoza, Walter Daniel Alvarado Muñoz en contra del artículo 161, inciso 1 del Código Penal. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición.-

	02-013072-0007-CO

Voto 2011-002433
	23-02-11
	A las veinte horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Ricardo Fernández Ramírez en contra de los Artículos 1,7, 8, 14, 27, 28, 30, 37, 39, 40, 42 inciso a) y b), 45 inciso c) y 47 inciso a) de la Ley N° 8285 denominada “Ley de Creación de la Corporación Arrocera. No ha lugar a la solicitud de aclaración y adición presentada. Notifíquese esta resolución y la resolución número 2008-016567 de las 14:53 horas del 05 de noviembre del 2008 al Presidente de la Asamblea Legislativa.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-5464-007-CO
	Heriberto Guzmán Castillo y Yolanda Castillo Mora contra el artículo 47 inciso d) del Reglamento Autónomo para la Selección y Adjudicación de solicitantes de  tierras del Instituto de Desarrollo Agrario, aprobado en el artículo 24 de la sesión número 051-03 del 10 de noviembre del 2003, publicado en La Gaceta número 13 del 20 de enero del 2004. 

Resolución de 15:15 horas del 05 de noviembre del 2010
Boletín judicial 028, 029, 030 del 09, 10 y 11 de febrero del 2011.

	REQUISITOS PARA OTORGAR LOTE PARA VIVIENDA POR PARTE DEL IDA

La norma se impugna en cuanto establece como criterio de descalificación para optar por un lote para vivienda,  el hecho de que algún miembro del grupo familiar posea un inmueble apto para vivienda, pues ello  impide a las personas adultas mayores ser beneficiarios del IDA, sin importar si el miembro familiar es un adulto y está por casarse o establecer su propia vivienda aparte de los adultos mayores. Reclaman que la norma cuestionada no toma en consideración las particularidades de los adultos mayores y los deja en una evidente desventaja en relación con el resto de las personas. 

	10-17021-007-CO
	Bernan Luis Salazar Ureña, para que se declare inconstitucional la jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte, referente a la interpretación del artículo 205 del Código Procesal Penal.
Resolución de 11:56 horas del 19 de enero del 2011

Boletín judicial 028, 029, 030 del 09, 10 y 11 de febrero del 2011.

	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE EL DERECHO DE ABSTENCIÓN

-Jurisprudencia de la Sala Tercera en relación con el artículo 205 del Código Procesal Penal. 

Se ha interpretado que cuando termina la unión de hecho entre un hombre y una mujer, se termina también el derecho de ambos de abstenerse de declarar uno contra otro. 



	10-16918-007-CO
	Carlos Baéz Sossa contra el artículo 2.6 inciso a) del Manual de Reclutamiento y Selección de la Caja Costarricense del Seguro Social

Resolución de las 11:24 horas del 25-01-2011

Boletín judicial 039, 040, 041 del 24, 25 y 28 de febrero del 2011.

	NOMBRAMIENTO DE PARIENTES EN LA CCSS

Estima el recurrente que tal disposición contiene limitaciones desproporciónales e irrazonables que conculcan el derecho fundamental al trabajo al introducir un impedimento para ejercer un puesto en la Caja Costarricense del Seguro Social, cuando algún empleado (a) o funcionario (a) de dicha institución tenga vínculo consanguíneo de primer grado con otros (as) funcionarios (as) o empleados (as) de la misma institución. 


	10-17712-007-CO
	José María Villalta Flores-Estrada contra el sub inciso b) del artículo III.2 de la sección H del Anexo 12.9.2 del Capítulo 12 “Servicios Financieros” del Tratado de Libre Comercio Estados Unidos, Centroamérica y República Dominicana, aprobado por ley número 8622 de 21 de noviembre de 2007,  así como el Transitorio III de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros, ley número 8653 de 22 de julio de 2008.

Resolución de las 12:12 horas del 07 de febrero del 2011
Boletín judicial 039, 040, 041 del 24, 25 y 28 de febrero del 2011.

	INCLUSION DEL SEGURO SOLIDARIO DE RIESGOS DEL TRABAJO EN APERTURA COMERCIAL

Indica el actor que tales disposiciones lesionan los artículos 50, 73 y 74 de la Constitución Política que tutelan los seguros sociales y del principio de progresividad de los derechos fundamentales, consagrado en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, al tenor de los numerales 7 y 48 de la carta fundamental, por la inclusión del seguro solidario de riesgos de trabajo en obligaciones de apertura comercial que, implican la explotación mercantil y fines de lucro incompatibles con la naturaleza constitucional de ese seguro social. Asegura que la finalidad con tales disposiciones legales es convertir el seguro de riesgos del trabajo en un servicio comercial que sería explotado por empresas diversas al INS, con una clara intención lucrativa, aspecto que a su parecer infringe los principios constitucionales que protegen los seguros, en detrimento de las trabajadoras y trabajadores y de sus familias, al existir un riesgo contra el sistema de seguridad social. En su fundamento sobre la inconstitucionalidad de las normas que impugna, señala: “ (…) también debilita y pone en peligro la plena aplicación del principio de universalidad del derecho fundamental a la seguridad social, al permitir (sic) operadores privados exploten mercantilmente el seguro de riesgos del trabajo, sin imponerles obligación alguna de atender por igual a trabajadores y trabajadoras de todas las actividades laborales ni prohibición de seleccionar las actividades de bajo riesgo y alta rentabilidad. Todo esto atenta contra la efectiva realización del precepto contenido en el artículo 201 del Código de Trabajo, lesionando por ende preceptos constitucionales establecidos  en los artículos 73 y 74 de la Carta Magna, en relación con el artículo 9.2 del Protocolo de San Salvador”. (Lo destacado pertenece al texto de origen). Además afirma, que las normas cuestionadas en la presente acción debilitan la tutela existente para las personas trabajadoras no aseguradas, al prevalecer según su opinión, la competencia efectiva, en pro del régimen comercial y contra la protección integral del sector laboral. Sintetiza que, el seguro de riesgos del trabajo constituye un derecho fundamental de carácter prestacional, donde el Estado tiene la obligación de cumplimiento progresivo, aspecto que en su criterio debe circunscribirse “al respeto, protección, garantía y promoción” de tales derechos y, a modo de ilustración cita la sentencia constitucional número 2007-1378. 

	10-17779-007-CO
	Alexis Artavia  González contra el artículo 13 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil, Decreto Ejecutivo número 21 de 14 de diciembre de 1954

Resolución de las 14:25 horas del 03 de febrero del 2011

Boletín judicial 039, 040, 041 del 24, 25 y 28 de febrero del 2011.

	PAGO DE PREAVISO Y CESANTIA A FUNCIONARIOS INTERINOS O CONTRATADOS A PLAZO FIJO EN EL PODER EJECUTIVO

La norma señala que para todos los efectos legales, se entenderá que los contratos que celebre el Poder Ejecutivo, con los servidores interinos o de emergencia, de conformidad con lo dispuesto en este capítulo, serán por tiempo determinado o a plazo fijo, y que los mismos terminarán sin ninguna responsabilidad para el Estado al cesar en sus funciones. Considera el recurrente que tal disposición normativa genera discriminación y desigualdad entre los trabajadores del Estado con respecto a los empleados de la empresa privada, pues en su opinión éstos de conformidad con los artículos 28 y 29 del Código de Trabajo, luego de tres meses de relación laboral continua tienen derecho a que se les cancele el preaviso y la cesantía, derecho que no gozan los trabajadores del sector público debido a la norma impugnada. Indica que dicha vicisitud quebranta el principio que regula que: “el salario debe ser igual al trabajo prestado en idénticas condiciones”. En el caso concreto el amparado trabajo seis meses en el Ministerio de Trabajo y no le reconocieron el pago de preaviso y cesantía con fundamento en la norma impugnada. 



	10-17897-007-CO
	Ana Isabel Salazar Badilla, Jimmy Soto Solano, Justo Orozco Álvarez, Marlene Moya Cubero y Rafael Matamoros, en representación del Partido Renovación Costarricense, para que se declare inconstitucional el Reglamento sobre el financiamiento de los partidos políticos, Decreto TSE-17 del diecinueve de octubre del dos mil nueve, artículos 50, 51, 55, 61, 62 y las resoluciones 6930-E10-2010, 8141-E10-2010 emitidas por el Tribunal Supremo de Elecciones.
Resolución de las 10:40 horas del 02 de febrero del 2011

Boletín judicial 039, 040, 041 del 24, 25 y 28 de febrero del 2011.

	


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	039
	24 de febrero del 2011
	Sentencia 2010-18965

Expediente 10-01696-0007-CO. A las trece horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Doris Gutiérrez Carrera en contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción planteada.- En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso d) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-



	039
	24 de febrero del 2011
	Sentencia 2010-13704

Expediente 09-14691-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Dobles Badilla en contra del Artículo 63 inciso a) de la Ley 2248 y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En  consecuencia, se anula  por inconstitucional el inciso a) del artículo 63 de la Ley número 2248, de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, según texto modificado por las leyes 7028 del veintitrés de abril de mil novecientos ochentas y seis y 7268 del catorce de noviembre de mil novecientos noventa y seis.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. La Magistrada Calzada salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	039
	24 de febrero del 2011
	Sentencia 2009-17155

Expediente 08-14900-0007-CO. A las catorce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Defensoría de los Habitantes de la República y Freddy Pacheco León en contra de los Artículos 34 Inciso ch) y 97 inciso g) del Código de Minería Ley 6797 del 04-10-1982 y sus reformas. Se declara con lugar la acción en forma unánime, contra los artículos 34 inciso ch) y 97 inciso g) del Código de Minería y en consecuencia, se anulan por inconstitucionales y por conexidad los artículos 24 inciso ch) y 105 párrafo primero del Código de Minería. En cuanto al artículo 6 del Código de Minería, por mayoría se declara que éste no resulta inconstitucional, siempre que sea interpretado de conformidad con el artículo 50 de la Constitución Política en los términos de esta sentencia. Por unanimidad, se declara sin lugar la acción en relación al artículo 3 inciso m) de la Ley Forestal. Por mayoría se rechaza por el fondo respecto al artículo 19 inciso b) de la Ley Forestal. En relación a los artículos 1 y 2 del Decreto Ejecutivo  Número 34801-MINAET del 13 de octubre de 2008, por mayoría se rechaza de plano la acción. En cuanto a las resoluciones de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, números 3638-2005-SETENA de las 9:25 horas del 12 de diciembre de 2005 y 170-2008-SETENA de las 12:50 horas del 4 de febrero de 2008, por unanimidad se rechaza de plano. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. En relación con la inconstitucionalidad declarada de los artículos 34 inciso ch) y 97 inciso g) del Código de Minería, los Magistrados Armijo, Cruz y Molina dan razones adicionales. Asimismo, salvan el voto y declaran inconstitucional el artículo 6 del Código de Minería con sus consecuencias; y en cuanto al Decreto No. 34801-MINAET salvan el voto y ordenan continuar con el curso conforme se estableció en el voto No. 2008-17292. Los Magistrados Armijo y Molina también declaran inconstitucional el artículo 19 inciso b) de la Ley Forestal con sus consecuencias. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-
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	Sentencia 2011-01204

Expediente 09-14691-0007-CO. A las doce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Dobles Badilla en contra del Artículo 11 inciso a) de la Ley No. 2248. Ley de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Modificado por Ley No. 7268. Se corrige el error material contenido en la resolución 13704 de las catorce horas treinta y cinco minutos del dieciocho de agosto de dos mil diez,  en el sentido de que el número correcto de resolución es 2010-13704  y no el que por error se plasmó.- Notífiquese a las partes esta resolución y la sentencia antes citada.-
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	Sentencia 2011-00407

Expediente 10-04352-0007-CO. A las once horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Calvo Distribución El Salvador Sociedad Anónima de Capital Variable en contra del Artículo 10 bis de la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras No. 6209 del 09-03-1978, adicionado por la Ley No. 8629 del 30-11-2007. Se declara sin lugar la acción.- 
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AMBIENTE 

1888-11. PERMISOS. SE ORDENA SUSPENDER PERMISOS DE VIABILIDAD AMBIENTAL DEL PROYECTO CONDOMINIO TURÍSTICO RESIDENCIAL MAR SERENA EN SANTA CRUZ DE GUANACASTE. Alega la recurrente que la autoridad recurrida aprobó el estudio de impacto ambiental del proyecto Condominio Turístico Residencial Mar Serena, localizado en las inmediaciones de Playa Jesús y Playa Zapotillal en Cabo Velas, Santa Cruz de Guanacaste, sin conocer la información hidrológica de la zona del proyecto realizados por el Servicio Nacional de Aguas  Subterráneas,  Riego y Avenamiento, perjudicando con ello la dinámica del acuífero y equilibrio ambiental. Se declara  parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Secretaria de la Secretaría Técnica Nacional, suspender los permisos de viabilidad ambiental y el proceso de la ejecución del proyecto Condominio Turístico Residencial Mar Serena. Asimismo, y que de INMEDIATO coordinen lo correspondiente para solicitarle al representante de la empresa Playa Pelícano Holdings SRL, propietaria del Proyecto Condominio Turístico Residencial Mar Serena, situado en Distrito de Cabo Velas, Cantón Santa Cruz, de la Provincia de Guanacaste, realizar en el plazo de tres meses lo indicado en el informe DIGH 672-2010 del 5 de octubre del 2010 del SENARA para cumplir con las observaciones hechas por dicha entidad, en el Oficio ASUB-381-08, del 8 de septiembre del 2008.  Asimismo se ordena al Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento y la Secretaría Técnica Nacional Ambiental fiscalizar y monitorear periódicamente  todo el proceso de realización y ejecución del proyecto mencionado.  Una vez presentada la información requerida, el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento procederá a su valoración y ha resolver lo correspondiente en cuanto a la ratificación o no del estudio final hidrogeológico que forma parte del Estudio de Impacto Ambiental. CL Parcial

1897-11. CONTAMINACIÓN SÓNICA. FUNCIONAMIENTO DE BAR.  Aduce la recurrente que interpuso una denuncia ante el  Concejo Municipal debido a que otorgó permiso para el funcionamiento de una  licorera,  la cual no respeta la distancia mínima respecto de una escuela, tampoco se ajusta al horario permitido y genera ruido en exceso. Indica que el ente recurrido aprobó la apertura del lugar, porque su dueño es funcionario municipal. Sobre este punto esta Sala tiene por acreditado que el Concejo Municipal ordenó al Alcalde abrir un procedimiento administrativo para averiguar la verdad sobre los hechos denunciados, sin embargo el  Alcalde es totalmente omiso al respecto, y se limita a decir de manera escueta que han decidido  revisar de manera seria el problema del funcionamiento del establecimiento, sin indicar  y menos demostrar,  si ya emitió la orden respectiva o cuándo lo hará, acreditando esta Sala que no lo ha hecho. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Alcalde de Golfito, terminar, en un plazo razonable, la investigación acerca de si el local denunciado genera o no contaminación sónica. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

1443-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES EN CIUDADELA EL TRIUNFO EN SANTA ANA. Alega la recurrente que en la ciudadela El Triunfo en Santa Ana existe un grave problema sanitario en los sistemas de tratamiento de aguas negras y pluviales,  sin que, a la fecha las instituciones involucradas hayan dado una solución definitiva, situación que  lesiona su derecho a la salud y al medio ambiente. Estima la Sala que las autoridades recurridas son responsables del daño a los derechos fundamentales de las personas amparadas, por la omisión en velar pronta y eficazmente por la salud de esa población, y al medio ambiente. La persistencia del problema demuestra que las acciones en ejercicio de la potestad de control o vigilancia desplegadas en tutela de la salud y del medio ambiente por parte  dichas instituciones, dentro del marco de sus competencias, han sido claramente insuficientes, incurriendo así en responsabilidad por omisión en el ejercicio de esas potestades, por lo antes expuesto procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Santa Ana y al  Director a.i. del Área Rectora de Salud de Santa Ana del Ministerio de Salud, adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de alcantarillado sanitario. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
1826-11. COMISIONES LEGISLATIVAS. POTESTAD DE HACER COMPARECER A CUALQUIER PERSONA PARA INTERROGARLA. El recurrente estima ilegítimo el proceder de una Comisión Especial de Investigación de la Asamblea Legislativa, al ordenar, supuestamente, la comparecencia de varios Fiscales del Ministerio Público, esto por cuanto se les interrogará sobre hechos que actualmente están siendo investigados en sede judicial. Paralelamente, indica que también se citó a declarar al Exministro de la Presidencia, contra sí mismo, con lo cual se irrespeta la garantía consagrada en el numeral 36 de la Constitución Política. Por último, considera que los Diputados a la Asamblea Legislativa, están cometiendo el delito de coacción. Señala la Sala que según lo dispuesto en el inciso 23 del artículo 121 de la Constitución Política, la Asamblea Legislativa podrá hacer comparecer ante si a cualquier persona, con el objeto de interrogarla (…). La disposición transcrita no hace distinción en cuanto a las personas que pueden ser citadas para comparecer ante una Comisión Especial de Investigación creada por la Asamblea Legislativa, por lo que, la autoridad recurrida no está excediendo límite alguno al respecto. El sólo hecho de ser citados, no implica que los Fiscales del Ministerio Público deban incumplir sus deberes o bien, en el caso del Exministro de la Presidencia, renunciar a las garantías que el ordenamiento jurídico establece. Finalmente, de estimar que los señores y señoras Diputados a la Asamblea Legislativa están incurriendo en algún hecho delictivo, debe el recurrente apersonarse ante el Ministerio Público, para formular la denuncia respectiva. RP
1654-11. INTERPRETACIÓN AUTÉNTICA. PRESCRIPCIÓN DE ACTOS Y CONTRATOS COMERCIALES EN HIPOTECAS Y CEDULAS POR 10 AÑOS. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Interpretación auténtica de la Ley No. 3416 del 03 de octubre de 1964. Artículo único, que hace la interpretación del artículo 968 del Código de Comercio.  El accionante estima que la ley en cuestión lesiona el debido proceso legislativo, pues el proyecto de ley fue dispensado de todos los trámites y no fue debidamente publicado. El artículo 968 del Código de Comercio señala que los actos y contratos comerciales prescriben con arreglo a las disposiciones de este capítulo. Por otra parte, la ley que interpretó este artículo señala que la prescripción, regirá según las disposiciones de este capítulo, salvo en cuanto a las hipotecas comunes o de cédulas que continuarán rigiéndose por la prescripción de 10 años. El recurrente argumenta que no es una interpretación auténtica la que se dio, sino una verdadera reforma legal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL

1360-11. COOPERATIVAS. LEY DE FOMENTO COOPERATIVO. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad en lo referente al expediente legislativo No. 17.156, "Interpretación Auténtica del artículo 80 de la Ley No: 4179, de 22 de agosto de 1968, y sus reformas, Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo. Se evacua la consulta legislativa planteada de la siguiente manera: a) por unanimidad se declara que en cuanto al procedimiento legislativo, no existen las infracciones constitucionales alegadas por los Diputados consultantes respecto del proyecto de ley tramitado bajo el expediente legislativo No. 17.156, denominado "Interpretación Auténtica del artículo 80 de la Ley número: 4179, de 22 de agosto de 1968, y sus reformas, Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo".;  b) en cuanto al fondo del proyecto consultado, por mayoría se declara que tampoco existen las infracciones constitucionales señaladas.- En este punto concreto, la Magistrada Calzada y los Magistrados Salazar y Barahona, salvan el voto y evacuan la consulta señalando la existencia de lesiones constitucionales respecto del fondo del proyecto de ley consultando. Evacuada 
1361-11. COMISIONES LEGISLATIVAS. ACTOS DE PRESIDENCIA SOBRE CONFORMACION DE COMISIONES. Acción de Inconstitucionalidad en contra de loa Actos dictados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, sobre la Conformación de las Comisiones Permanentes Especiales y Especiales. Considera el accionante que la conformación trasgredió el principio democrático de proporcionalidad y razonabilidad, igualdad, legalidad y de Supremacía de la Norma Constitucional, porque el número de diputados por fracción legislativa, no es equivalente al porcentaje de escaños obtenido. Se declara PARCIALMENTE CON lugar la acción. En consecuencia se declaran inconstitucionales los acuerdos tomados por el Presidente de la Asamblea Legislativa, identificados con los números 02-06-07 y 06-06-07 tomados en las sesiones del 22 y 23 de mayo del 2006, en lo que respecta a la conformación de la Comisión Permanente Especial de Nombramientos y la Comisión Permanente Especial de Turismo para el periodo 2006-2007. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria para que la inconstitucionalidad declarada no afecte la validez de los acuerdos tomados por las comisiones parlamentarias mencionadas. En lo demás se declara SIN lugar la acción. CL Parcial
1308-11. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ADHESIÓN AL ACUERDO LATINOAMERICANO DE COPRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA. Consulta Legislativa. en lo referente al Proyecto de Aprobación de la «Adhesión al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematrográfica y Aprobación de su Protocolo de Enmienda, suscrito en Bogotá el 14 de julio de 2006», que se tramita en el expediente legislativo número  16.019. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que existe un vicio de constitucionalidad grave y esencial en el procedimiento legislativo correspondiente al proyecto denominado Adhesión al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica y Aprobación de su Protocolo de Enmienda, suscrito en Bogotá el 14 de julio de 2006, tramitado en el expediente legislativo No. 16.019. Evacuada

CONTRATOS O LICITACIONES
1655-11. GARANTIA DE PARTICIPACIÓN. SUBSANCIÓN DE GARANTIA DEFECTUOSA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 38 del Reglamento General de Contratación Administrativa  Decreto Ejecutivo número 33411-H. Se acusa que la norma impugnada, establece la posibilidad de subsanar una garantía de participación defectuosa en el plazo o en el monto, bajo condicionales porcentuales. En tal sentido, si la garantía de participación cubre el ochenta por ciento o más de lo fijado en la oferta o el cartel, en tal medida la insuficiencia puede ser remediada. Se cuestiona el exceso de la potestad reglamentaria en la obligación del Poder Ejecutivo de desarrollar, interpretar y ejecutar leyes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

2104-11. CENTRO EDUCATIVO. SE ORDENA CONTINUIDAD DEL PROCESO EDUCATIVO PREESCOLAR. Manifiesta la recurrente que su hijo cuenta con la edad requerida para ingresar a preescolar, sin embargo, el Ministerio informó a los padres de la familia de la comunidad de Villa Briceño, en Río Claro de Golfito, que no cuenta con los recursos económicos para la activación del código de docente en preescolar, situación que limita el acceso a la educación a más de doce menores en edad de iniciar en ese ciclo educativo.  Alega que ante la disminución de matrícula en el Centro  hace dos años, el Ministerio recurrido tomó la decisión de cerrar el curso, no obstante, se cuenta con suficiente matrícula, se niegan a designar a un docente de preescolar.  Manifiesta que para matricular a su hijo en el centro educativo más cercano deben desplazarse casi 6 kilómetros, por trayectos muy solitarios y peligrosos, que ponen en riesgo a los menores y sus madres. Esta Sala en múltiples ocasiones ha indicado que el proceso educativo tiene una naturaleza continua, es decir, que las instituciones que se dedican a brindar tal servicio deben velar porque los estudiantes cuenten con las facilidades necesarias para concluir los distintos ciclos en que aquél se encuentra organizado, de esa forma cualquier centro, sea de naturaleza pública o privada, que preste ese servicio público debe cumplir cabalmente tal principio.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Viceministra Académica y al Jefe del Departamento de Formulación Presupuestaria del Ministerio de Educación Pública, respectivamente, que tomen las medidas adecuadas y ejecuten las acciones necesarias y pertinentes a efectos de nombrar a un docente que atienda al grupo de preescolar de la Escuela Eloy Morúa Carrillo. 

1762-11. INGRESO. NIEGAN MATRÍCULA DE INGRESO A ESTUDIANTE POR DESERTOR. Alega el recurrente que  este año solicitó matrícula en el centro educativo recurrido y el Director se la denegó con el argumento de que era un estudiante desertor, ello debido a que por consejo de la orientadora por sus bajas calificaciones, le indicó que lo mejor era dejar el colegio y regresar este año. Indica que su madre ha intentado conversar con el recurrido, éste se ha negado a recibirla. Alega que con la actuación del recurrido se le condena a no estudiar, pues no puede matricularse en otro colegio por el costo económico. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Colegio Técnico Profesional San Isidro de Pérez Zeledón, disponer lo necesario para que se permita al recurrente, cursar el sétimo nivel en el Centro educativo que dirige, en el período lectivo 2011.CL

1436-11. BECA. SUSPENDEN BECA A PRIVADOS DE LIBERTAD. Manifiestan los recurrentes que son privados de libertad y  que son estudiantes del programa de Telesecundaria que se desarrolla en el citado centro de reclusión. Subrayan que a lo largo de los últimos dos años han recibido una beca que les ha ayudado a hacer frente a sus obligaciones académicas y a satisfacer sus necesidades personales. Reclaman que, durante el presente año, no han recibido el monto correspondiente, pese a que gestionaron la prórroga respectiva. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas del Ministerio de Educación Pública, que en forma inmediata dicte las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que de acuerdo con la ley, se resuelva y conteste la solicitud de prórroga de becas de la Telesecundaria del Centro de Atención Institucional Gerardo Rodríguez, presentada en el FONABE el 11 de mayo de 2010. En aquellos casos en que ya hubiere autorizado el beneficio, también les comunicará a los interesados su resolución y el trámite para hacer efectivo el pago. CL 

DERECHO A LA INFORMACIÓN
1883-11. FUNCIONARIOS PÚBLICOS. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON  FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE CRIMINOLOGÍA.  Manifiesta el recurrente que presentó una gestión al Director del Instituto Nacional de Criminología, en la que solicitó, para efectos judiciales, los nombres de los funcionarios públicos que conformaron las sesiones del Instituto Nacional de Criminología, números 4122 del 9 de febrero y 4250 del 23 de diciembre, ambas de 2010.  Señala que por oficio número DNCO10-2011 del 4 de enero de 2011, la autoridad recurrida le negó la información requerida y le indicó que ésta se le facilitaría a requerimiento de la Autoridad competente ante la cual accione su persona, en virtud de ser acuerdo de un Órgano Colegiado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Instituto Nacional de Criminología, que de inmediato brinde plena y efectiva respuesta a la solicitud de información presentada por el recurrente en fecha 3 de enero de 2011. CL
1613-11. SEGUROS. NIEGAN INFORMACIÓN RELACIONADA CON PORCENTAJE DE PERSONAS CON SEGURO. Indica  el recurrente que  remitió un correo electrónico a la Encargada de la Oficina de Prensa del Instituto Nacional de Seguros, en el cual solicitó, de forma expresa, información relacionada con el porcentaje o cantidad de costarricenses que cuenta con algún tipo de seguro o servicio que ese instituto ofrece. Reclama que dicha información le fue negada, por considerarse de carácter confidencial. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA SALUD

2139-11. ORDEN SANITARIA. NIEGAN EXHUMACIÓN DE CUERPO ENTERRADO EN PATIO DE CASA PARTICULAR. Alega la recurrente que en contra de su voluntad, la pareja de su hermano, quien falleció a finales del año pasado, decidió enterrarlo en el patio de su casa, por lo que la familia acudió ante el Área Rectora de Salud de Corredores, así como ante la Municipalidad del lugar a interponer las denuncias del caso con el fin de poder darle un funeral decoroso y trasladar sus restos al Cementerio; sin embargo el Ministerio de Salud no autorizó su solicitud, sino que ordenó mantener el cuerpo donde está durante cinco años, al cabo de los cuales se debe proceder a su exhumación. En este caso concluye la Sala  que tal disposición obedece a una cuestión de salud pública, dado el alto riesgo epidemiológico que conlleva un incorrecto procedimiento de inhumación o exhumación en condiciones no aptas ni apropiadas para dicho fin; además de lo antes mencionado  este Tribunal carece de competencia técnica para determinar la legalidad de una orden sanitaria dictada por una autoridad de salud pública, de manera que es ante la propia instancia administrativa donde deberá plantear sus disconformidades o ante la jurisdicción ordinaria, procediendo declarar sin lugar el recurso. SL
2017-11. CENTROS HOSPITALARIOS. CONDICIONES HIGIÉNICAS DE CENTRO HOSPITALARIO DE GUÁPILES. Alega el recurrente que los servicios sanitarios del Hospital de Guápiles, se encuentran en mal estado, poniendo en riesgo su salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director del Hospital de Guápiles, realizar de inmediato, las acciones necesarias para que los servicios sanitarios del centro hospitalario posean de forma permanente, condiciones y estándares higiénicos adecuados. CL
DERECHO DE PENSION
1748-11. PENSIÓN POR VIUDEZ. SE NIEGA BENEFICIO DE PENSIÓN POR VIUDEZ.  Manifiesta la recurrente que las autoridades recurridas le anularon la pensión por viudez que le correspondía de su compañero, pese a que no ha establecido ninguna relación de convivencia con ninguna otra persona.  Este Tribunal considera que la norma que prohíbe contraer nuevas nupcias atenta contra la familia, y la protección especial que constitucionalmente, se le reconoce como elemento, natural y fundamental de nuestra sociedad, procediendo declarar con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, reanudar el pago de la pensión por sucesión que venía disfrutando la recurrente, por la muerte de su esposo, si otra causa ajena no lo impide. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

1884-11. PROPIEDAD PRIVADA. UBICACIÓN DE PRECARISTAS EN CALLE PÚBLICA IMPIDE INGRESO A VIVIENDA. Alega  el recurrente, que junto con  los  co-propietarios de cuatro lotes ubicados en Copey de Jacó, procedieron a solicitarle a la Municipalidad de Garabito el desalojo de aproximadamente treinta familias de precaristas ubicadas en terrenos municipales, lo cual impide el acceso a sus propiedades. Acusa que es de conocimiento de la municipalidad recurrida, que esas familias han tomado la vía pública y que existe una construcción de "cuarterías" que son alquiladas a personas de escasos recursos.  Refiere que ante sus reclamos, la recurrida no ha respondido ni ha definido el desalojo de los precaristas para poder ingresar a su propiedad, ya que no existe otro modo para entrar a ella.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal, así como al Alcalde Municipal, ambos de la Municipalidad de Garabito,  que dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a gestionar y efectuar el desalojo de las personas que se ubican en la vía pública en la calle que colinda con la propiedad del recurrente ubicada en Copey de Jacó, previa solución al problema de reubicación y vivienda de dichos particulares. CL

DERECHO DE TRABAJO
2106-11. DESPIDO. POR ADICCIÓN AL ALCOHOLISMO. Manifiesta el recurrente que labora para la recurrida desde hace veintitrés años, no obstante, por resolución GRS-017, emitida por la Gerencia General de dicha Junta a las trece horas del 19 de marzo del año en curso, se le comunicó despido justificado sin responsabilidad patronal a partir del 26 de marzo de este mismo año, bajo el supuesto de que se le encontró en estado de ebriedad en horas laborales. Señala que en esa misma Institución laboran otras personas con problemas de alcoholismo, quienes tuvieron la ayuda y protección de sus jefes, puesto que lejos de ordenar su despido por esa misma razón, les buscaron ayuda en una Institución de rehabilitación, quienes actualmente gozan de sus empleos, a pesar de que igualmente que su persona, han tenido problemas de alcoholismo, lo que implica que se le está dando un trato desigual respecto de sus compañeros. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de despido dictada por la Gerencia General de la Junta de Protección Social, resolución No. GRS-017 de las 13:00 hrs. de 19 de marzo de 2010. Se le ordena al Gerente General de la Junta de Protección Social, reinstalar al recurrente en su puesto. CL
2084-11. DESPIDO.  POR ACOSO LABORAL. Reclaman  los recurrentes que laboran para el Hospital Nacional Psiquiátrico, específicamente, en el Departamento de Servicios Generales.  Acusan que debido a varios actos de acoso laboral en su contra, ejecutados por parte de su jefe inmediato, se les ha retenido el aguinaldo y los salarios devengados desde la primera quincena del mes de diciembre de 2010 hasta la fecha.  Adicionalmente, indican los recurrentes que se les ha tratado de despedir por supuesta ausencia laboral, dado que no les quieren reconocer incapacidades que han presentado, procedimiento en el cual no se les ha respetado el debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el despido por renuncia implícita dictado a partir del dieciséis de noviembre de dos mil diez de los amparados y la exclusión de planillas de los recurrentes  suscrita por el Jefe Subárea de Aseo del Hospital Nacional Psiquiátrico de la Caja Costarricense de Seguro Social y comunicada a los amparados por acciones de personal  2910782 y 291073, y, en consecuencia, se restituye a los recurrentes en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se le ordena al Director General del Hospital Nacional Psiquiátrico de la Caja Costarricense de Seguro Social, que DE INMEDIATO, tome las medidas que están dentro del ámbito de su competencia para que se cancele el aguinaldo y los montos salariales adeudados a  los amparados. CL
2110-11. DESPIDO. PROBLEMAS DE ALCOHOLISMO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO Alega el recurrente que el  Ministerio recurrido declaró sin lugar el recurso de revocatoria interpuesto en contra de la  resolución por medio de la cual se dispuso el despido  del amparado por causa justificada en su contra. Alega que en el proceso de investigación llevado a cabo, se indicó que el treinta de setiembre del dos mil nueve, les fue autorizado a varios miembros del pelotón de la Fuerza Pública de Quepos permiso para celebrar el 60 Aniversario de la Fuerza Pública, por lo que el amparado solo habría faltado  un día, pero ante la gravedad de la falta se aconsejó el despido  y no se requirieron pruebas, lo que lo dejó en  estado de indefensión. Afirma que el amparado es enfermo alcohólico, y esta era la primera falta que cometía después de someterse al tratamiento voluntario.  Aduce que se despidió a un funcionario que se sabía que estaba enfermo, se le aplicaron dos días de falta al trabajo, lo cual -según indica, no ocurrió. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones dictadas por el Ministerio de Seguridad Pública No. 2010-2721-DM. de las 9:00 hrs. de 10 de agosto de 2010 y No. 2010-3786-DM de las 9:00 hrs. de 22 de noviembre de 2010, así como los respectivos acuerdos ejecutivos. Se le ordena al Ministro de Seguridad Pública, reinstalar al recurrente en su puesto. CL
2112-11. PRESTACIONES. RETARDO EN EL PAGO. Argumenta el recurrente que  desde el año pasado se acogió a su derecho de pensión; no obstante, a la fecha  no se ha hecho pago efectivo del monto que por concepto de liquidación le corresponde, a pesar de los trámites y diligencias que ha desplegado al efecto.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena al Ministro y a la Directora de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, ordenar el pago inmediato de las prestaciones laborales adeudadas al recurrente, si otra causa ajena no lo impide. CL

1901-11. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO. Acusa el recurrente que por razones imputables, única y exclusivamente, a la Administración, un año después que se le cesó, no se le han cancelado las prestaciones legales. En este caso concluye la Sala que resulta razonable que para la tramitación de un pago como el reclamado pueda requerirse un tiempo razonable para hacerlo efectivo, el plazo que ha tardado el Ministerio recurrido resulta excesivo e injustificado, puesto que ha transcurrido, más de un año desde que se cesó al recurrente y aún no se la hecho la cancelación del rubro correspondiente, por lo que procede  declarar con lugar el recurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Recursos Humanos del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y al Director de Geología y Minas, proceder, inmediatamente, al pago de las prestaciones legales del amparado si otra causa ajena a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL

1994-11. PERMISOS. NIEGAN PERMISO CON GOCE DE SALARIO EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que el  Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia  le denegó  un permiso con goce de salario y sustitución  para participar a un Campeonato Mundial Futbolístico. Aduce que solamente  se acogió la solicitud en forma parcial, concediéndole  el  permiso solicitado y advirtiéndole que podía solicitar vacaciones o un permiso sin goce de salario para completar los días restantes. Establece que debido a lo anterior interpuso reconsideración sobre lo resuelto, que sin embargo fue denegada. En este caso la Sala concluye que no es  una instancia de alzada en la materia, ni tampoco le corresponde revisar si lo resuelto por el Consejo accionado se ajusta o no a la normativa legal vigente, pues se trata de una labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional, por lo que procede a rechazar  de plano el recurso. RP

1895-11. DESPIDO. SIN CONCLUIR EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Indica el  recurrente que labora para el Poder Judicial y el  Tribunal de la Inspección Judicial, inició un procedimiento para investigar aparentes faltas a sus obligaciones como servidor judicial, investigación que aún no se ha  concluido, sin embargo, el Consejo Superior en sesión N° 91-10 celebrada el 12 de octubre del año en curso, resolvió cesar su nombramiento como Juez de Violencia Doméstica, que vencía el cuatro de marzo de este año.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1896-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE REALIZA AUDIENCIA ESTANDO INCAPACITADA. Manifiesta la recurrente que se le notificó la apertura de un procedimiento administrativo en su contra. Indica que por medio de oficio presentado ante el Órgano Director del Procedimiento,  manifestó que por motivos de salud que han provocado su incapacidad médica, se le imposibilitaba asistir a la comparecencia señalada, por lo que solicitó que la audiencia fuera reprogramada, sin embargo, por medio de e-mail, por parte del  miembro del Órgano Director del Procedimiento, se le remitió el acta de la comparecencia celebrada. Refiere que desde el 03 de diciembre de 2010 al 01 de febrero de 2011, debido a su estado de salud, tanto física como emocional, se le mantuvo incapacitada, con lo cual consta que su ausencia a la audiencia . Asegura que la incapacidad presentada ante el Órgano Director, que consta en el Departamento de Recursos Humanos de la Imprenta Nacional, resulta un documento válido para que su ausencia a la audiencia hubiese sido justificada y aún así se realizó la audiencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1927-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE GARANTIZÓ EL DEBIDO PROCESO. SANCION SE ENCUENTRA FIRME. Alega el recurrente que en su calidad de representante de la Fundación Manos Solidarias, se le siguió un procedimiento administrativo disciplinario ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En consecuencia de ello, acusa el amparado vulnerados sus derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso, dado que, según su criterio, las autoridades recurridas en ningún momento le señalaron los cargos, ni le detallaron los hechos a investigar, por cuanto la investigación no tenía una orientación clara, y como consecuencia de ello, señala que el órgano director del procedimiento emitió conclusiones carentes de una justa apreciación del contenido de los documentos y de las declaraciones recopiladas en el desarrollo de su investigación, por ello interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio, gestión que, posteriormente, fue declarada sin lugar. Este Tribunal, luego de analizar el elenco probatorio, estima que no llevan razón el accionante en sus alegatos y, por ende, no procede el amparo en este caso. No verifica este Tribunal violación alguna a derecho fundamental alguno, toda vez que se han respetado las garantías constitucionales que este principio conlleva. En consecuencia, cualquier irregularidad o inconformidad que pueda resultar de las acciones u omisiones de la autoridad recurrida, aunque relacionadas con el derecho de defensa -según criterio del amparado-, podrá plantearlas ante la jurisdicción ordinaria que es la competente para resolver sobre su alcance, según las normas de la materia. Así las cosas, procede declarar sin lugar el recurso, al haberse comprobado que el procedimiento administrativo tramitado en contra el amparado y el cual se encuentra en firme en virtud de que se dio por agotada la vía administrativa, se respetaron las reglas del debido proceso constitucional y ha garantizado el derecho de defensa del recurrente. SL 

1949-11. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL A  FUNCIONARIO INTERINO EN EL PODER JUDICIAL.  Indica el recurrente que labora como Guarda de del Poder Judicial, y que al iniciar esas labores se le contrató con un salario que incluía el rubro denominado riesgo policial, que corresponde al 10% sobre el salario base que se le paga mensualmente, el cual se ha convertido en parte integral del salario. Aduce que sin mediar explicación o aviso alguno, en forma arbitraria le fue suprimido el pago de dicho rubro. Aunado a ello se enteró que dicha supresión salarial solamente se aplicó a los que laboran en forma interina, pues al personal en propiedad si se le  paga. En este caso, como antecedente se cita el voto 720-11 y con base en este asunto, se declara sin lugar el recurso, indicando este Tribunal Constitucional que si el recurrente estima que le corresponde el pago del plus salarial denominado "riesgo policial" ya que se le ha venido pagando durante diecisiete años, razón por la cual no puede ahora eliminárselo la Administración, ello es un diferendo de mera legalidad que, como tal, debe plantearse, discutirse y resolverse ante las instancias legales respectivas. Se declara sin lugar el recurso. SL

1697-11. IUS VARIANDI. TRASLADO EN EL CONAVI DE LIBERIA A SAN JOSE. Alega  el recurrente que se desempeña como Especialista del Servicio Civil en el CONAVI de Liberia, Guanacaste. Manifiesta que el Jefe de Pesas y Dimensiones quiere trasladarlo para que sea nombrado en San José,  lugar distinto de su sitio actual de trabajo, lo cual lo haría incurrir en gastos de alojamiento, alimentación y otros. Establece que tiene cincuenta y siete años de edad, razón por la cual quieren sacarlo de la zona. Indica que no tiene familia en San José, que le deniegan los viáticos, y que no dispone de una suma de dinero para sufragar los gastos que el traslado en cuestión le genere. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1633-11. CONVENCIÓN COLECTIVA. BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. Acción de Inconstitucionalidad. en contra del artículo 44 del Reglamento Interior de trabajo del banco Popular y de Desarrollo Comunal, así como el ordinal 51 de la  IV Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo. Los promoventes del presente proceso alegan que el artículo 44 del Reglamento Interior de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Popular es inconstitucional, en el tanto establece una sanción única de ocho días de suspensión, cuando se hubiera marcado una tarjeta que no corresponde, mientras que el artículo 46, contiene sanciones escalonadas, para la generalidad de los trabajadores. Puntualizan que, entonces, existe un régimen disciplinario más riguroso para aquellos trabajadores que se encuentran dentro del supuesto del artículo 44 y otro para todos aquellos que, independientemente de la gravedad de la falta, pueden gozar de una sanción menor. Al someterse a los trabajadores afectados a un régimen disciplinario más severo, en comparación al resto de servidores del Banco Popular, quienes tienen un sistema especial de sanciones sin distinción, estiman lesionado el principio de igualdad, consagrado por el artículo 33 de la Constitución Política, así como el de proporcionalidad. Señala la Sala que de la comparación entre ambas disposiciones se desprende con meridiana claridad que en el artículo 44 cuestionado no se crearon sanciones distintas o más rigurosas para las faltas relacionadas con el marcaje de tarjetas de asistencia. Por el contrario, todas se encuentran dentro del margen general que el numeral 46 del Reglamento Interior de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal establece. Pese a lo acotado por los accionantes en cuanto a que, debido a la configuración reglamentaria vigente, los autores de faltas más reprochables podrían verse sometidos a sanciones mucho menores, observa esta Sala Constitucional que en los artículos 47 a 50 del Reglamento Interior de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, se indica a qué tipo de faltas corresponde determinada sanción.  En este sentido, se debe resaltar que la amonestación verbal se encuentra reservada a las faltas leves, la amonestación escrita, a los casos de reincidencia en las anteriores, mientras que la suspensión por ocho días sin goce de salario y el despido, se encuentran dispuestas para las faltas más graves. Así, resulta claro que la afirmación de los promoventes carece de sustento. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota en lo que respecta al artículo 44 del Reglamento Interior de Trabajo del Banco Popular y Desarrollo Comunal, conforme lo indica en el penúltimo considerando de esta sentencia. Las Magistradas Calzada Miranda y Abdelnour Granados ponen nota en lo atinente a la admisibilidad de la acción de inconstitucionalidad respecto del artículo 51 de la IV Reforma a la Tercera Convención Colectiva de Trabajo del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, según lo puntualizan en el último considerando de esta sentencia.   RF

1607-11. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que el Tribunal de la Inspección Judicial recurrido realizó el traslado de cargos en contra del amparado. Indica que al contestar ofreció testigos, sin embargo señaló que se admitía la prueba testimonial de algunos de sus testigos, pero no indicó los motivos por los cuales no se admitieron dos testimonios ofrecidos por el amparado. Aduce que el Tribunal de la Inspección Judicial resolvió en primera instancia el proceso disciplinario, determinó la falta como leve e impuso la sanción de amonestación escrita. Alega que no resolvió la solicitud de evacuar la prueba testimonial ofrecida, motivo por el cual presentó recurso de reconsideración y pidió la intervención de la Comisión de Relaciones Laborales y una audiencia oral, pero dicho recurso fue rechazado sin enviar de previo el expediente a la Comisión de Relaciones Laborales ni otorgó la audiencia oral. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1469-11. DESPIDO. SECUESTRO DE DATOS DE COMPUTADORA Y REGISTRO DE ESCRITORIO EN EMPRESA PRIVADA. Indica la recurrente que inició su relación laboral con la sociedad recurrida en el puesto de Asesora de Proyectos. Señala que los personeros de la  empresa recurrida, bajo el argumento de una investigación en su contra, le ordenaron retirarse de la empresa y, a la vez, le confiscaron la computadora asignada a su persona la cual tenía libertad de utilizar, indistintamente, en el trabajo como su casa, en su tiempo libre, además registraron el contenido e las gavetas de su escritorio y de sus efectos personales, sin su presencia; cambiaron los llavines de la oficina asignada sin que se le haya permitido sacar ninguna de sus pertenencias, impidiéndole el acceso a la oficina y a sus correos electrónicos y documentación personal a partir de ese momento, todo a fin de tratar de justificar su despido sin responsabilidad patronal. Afirma que el  quince de octubre del año pasado se le comunicó vía fax su despido. En este caso concreto, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1435-11. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO.  Alega el recurrente que labora como policía municipal, motivo por el cual las autoridades recurridas ordenaron realizarle una prueba psicológica, a pesar de tener su permiso de portación de armas al día. Indica que no aprobó la prueba psicológica porque se la realizaron después de una jornada laboral de doce horas, se la repitieron y la volvió a perder. Indica que por ese motivo, fue comunicado de su remoción por pérdida de confianza, al no poder portar un arma. Explica que fue despedido con responsabilidad patronal, no obstante a la fecha no le han pagado sus prestaciones. Se declara con lugar el recurso en cuanto a la falta de pago de las prestaciones laborales y se le desestima en lo demás.  Se ordena al Alcalde de la Municipalidad del Cantón de Santa Ana, que dicte las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que dentro del plazo de un mes, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, se le paguen al amparado, de acuerdo con la ley, los extremos por prestaciones laborales que aún se le adeudan. CL
1432-11. TRASLADO. Menciona el recurrente que es funcionario del Ministerio de Obras Públicas y Transportes en la sede de Alajuela, y  se le informó que sería trasladado a la Macro Región de Guanacaste, lo que considera que violenta sus derechos fundamentales, pues no se le brindó audiencia al respecto. Asimismo indica que presentó un escrito ante la autoridad recurrida manifestando su inconformidad con el traslado; sin embargo, no ha recibido respuesta alguna. Esta Sala concluye que al  ser dicho traslado a una distinta área geográfica la medida en cuestión podría causar un grave perjuicio al servidor, por ende, es indispensable darle audiencia para manifestarse al respecto, todo en cumplimiento del debido proceso, por lo que procede declarar con lugar el recurso. Se deja sin efecto el traslado que el ente recurrido dispuso en contra del servidor amparado. CL

1492-11. NOMBRAMIENTO. SE ACUSA DISCRIMINACIÓN POR EDAD. El recurrente acusa que el día diecinueve de mayo de dos mil diez, presentó una oferta de servicios ante el Departamento de Personal de Poder Judicial, con el fin de concursar por el puesto de Investigador Judicial I; sin embargo, a la espera de una respuesta, dirigió solicitud para ocupar temporalmente la plaza Nº 352753, correspondiente al puesto de Conductor de Detenidos en la Dirección Regional del OIJ de Heredia. No obstante, acusa que sus solicitudes fueron rechazadas por sobrepasar su edad, el límite establecido por el OIJ de treinta y cinco años, situación que considera discriminatoria y que estima lesiva en contra de sus derechos fundamentales. Tratándose del reconocido derecho de igualdad y no discriminación establecido en el artículo treinta y tres de la Constitución Política, el cual tutela normativamente este principio, la Sala ha sido apremiante en manifestar que se resume en el derecho a ser tratado igual que los demás en todas y cada una de las relaciones jurídicas que se constituyan; siempre y cuando este se encuentre en una misma situación jurídica o en condiciones idénticas, pues este no posee un carácter absoluto, mas exige que la ley no haga diferencias entre dos o más personas, erigiéndose como tal en un límite a la actuación del poder público.  De tal forma, no basta alegar la violación de lo dispuesto en el artículo treinta y tres de la Constitución Política, si no logra acreditarse fehacientemente o si de las conductas impugnadas no se desprende, en concreto, en qué consiste la supuesta desigualdad. En el presente caso, consta que el recurrente no fue excluido de manera arbitraria del proceso de selección por motivo de su edad, sino que por razones de idoneidad, ya que la reglamentación establecida determina ciertos criterios que a razón de la naturaleza de puesto –en este caso el de Conductor de Detenidos e Investigador Judicial – poseen exigencias físicas que disminuyen con la edad. En virtud de lo expuesto, no se advierte actuación discriminatoria alguna en perjuicio del amparado, pues se ha acreditado que las políticas de selección de personal del Organismo de Investigación Judicial son de carácter general para todos los oferentes, y es con base en esas regulaciones o previsiones generales que cada situación es analizada bajo criterios técnicos que determinan la continuidad o interrupción del proceso en cada caso particular. Es decir, el caso bajo estudio dista de ser una aplicación arbitraria de criterios particulares, sino que se trata de la valoración de los atestados personales con base en las previsiones generales establecidas previamente por el propio Organismo de Investigación Judicial de acuerdo a las necesidades del servicio y las características del puesto a seleccionar. De tal forma que, en lo pretendido por el recurrente, referente a la legalidad de los parámetros propios del Organismo de Investigación Judicial para la selección de su personal, y, tomando en consideración que no existe una aplicación arbitraria o discriminatoria de los parámetros de evaluación definidos por el Organismo de Investigación Judicial, la Sala descarta que exista algún tipo de violación constitucional en los términos aludidos por el recurrente, razón por la cual el recurso debe ser declarado sin lugar, como en efecto se dispone.  Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos del Considerando VII. SL
1355-11. NOMBRAMIENTO. PROHIBICIÓN DE NOMBRAR EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES POR RAZONES DE PARENTESCO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 27 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones. Ley No. 3504 del 10 de mayo de 1965, publicada  en la Gaceta número 117 del 26 de mayo de 1965. La norma se impugna en cuanto impone limitaciones desproporcionadas e irrazonables que conculcan el derecho fundamental al trabajo y el acceso a los puestos públicos que reconocen los artículos 56 y 192 constitucionales, como es el impedimento para ejercer un puesto en el Tribunal Supremo de Elecciones, cuando se tenga un vínculo por consanguinidad o afinidad con un funcionario o empleado de la misma institución. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL

DERECHO PENAL

1988-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Aduce el recurrenteque el Juzgado Penal recurrido le impuso tres meses de prisión preventiva, medida cautelar que apeló, la cual fue confirmada por el Tribunal recurrido. Alega que ambas resoluciones carecen de la debida fundamentación, pues no se logra inferir el grado probabilidad exigido y que lo relacione con los hechos atribuidos. Aunado a ello, a otro de los imputados que se le imputa similar participación, se le concedió la libertad al imponerle otras medidas cautelares. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1986-11. DEFENSOR. CAMBIO CONSTANTE DE DEFENSORES. Manifiesta el recurrente que  durante el trámite de la causa penal  que se sigue en su contra se  le han nombrado diversos defensores públicos, quienes, además, no han contado con el tiempo suficiente para estudiar la causa, a efectos de poder asistirlo debidamente durante las distintas diligencias o actuaciones procesales. Acredita esta Sala  que al amparado  no se le ha dejado en un estado de indefensión,  estima que si el  recurrente está disconforme con la forma en que se ha venido tramitando la causa por el defensor público apersonado al proceso y que existe un motivo para que se le asigne otro defensor público, así lo podrá reclamar ante la propia Defensa Pública o ante el Tribunal Penal competente. Se declara sin lugar el recurso. SL
1992-11. DETENCIÓN. POR MAS DE 24 HORAS. Manifiesta el recurrente que su representado permaneció detenido por un período irrazonable, por cuanto, pese a que lo llevaron ante el Tribunal de Juicio, no se resolvió su situación jurídica, teniendo que pasar todo el fin de semana detenido.  Estima que la privación de libertad es desproporcionada tomando en consideración la baja penalidad del delito que se le atribuye, que es posible que la causa esté prescrita y que es ilegítimo que no exista un juez en disponibilidad en el Tribunal recurrido. Concluye esta Sala que el tutelado fue puesto a la orden del Tribunal de Juicio de la Zona Atlántica a primera hora del siguiente día hábil en el que fue detenido, razón por la cual procede declarar sin lugar el recurso. SL   

1983-11. REBELDÍA.  SE DECRETA REBELDÍA POR NO UBICARSE EN LA DIRECCIÓN BRINDADA. Alega la recurrente que a pesar de que desde el 22 de junio de dos mil diez, interpuso dentro del proceso penal que se sigue contra el amparado, una excepción de prescripción, la cual no ha sido resuelta a la fecha. Además señala que el Juzgado Penal  declaró la rebeldía del amparado, actuación que va en detrimento de su derecho a la libertad personal.  Esta Sala descarta que contra el amparado se haya vulnerado su libertad personal pues la orden de rebeldía fue decretada con fundamento en que no fue ubicado en la dirección que brindó como su domicilio por no encontrarse en el país, motivo por el cual procede declarar sin lugar el recurso. SL
1890-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FIRMADA POR JUEZ ESTANDO INCAPACITADA. Argumenta el recurrente que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado, el día de la conclusión de la audiencia del debate, se ordenó la prisión preventiva por el plazo de seis meses. Acusa que la sentencia violenta el debido proceso pues existe una flagrante violación al principio de Juez Natural, toda vez que la Jueza integrante del Tribunal, quien además presidió el debate en dos oportunidades, se encontraba incapacitada. Estima que el hecho de que haya firmado el fallo de cita, encontrándose incapacitada y además haya dictado la medida cautelar de prisión preventiva en contra de su defendido, sin contar para el momento de esos dos actos, con la investidura necesaria para ejercer la jurisdicción, pues su nombramiento como Jueza había cesado al momento de acogerse a la incapacidad hace que el acto se anulo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Las Magistradas Calzada y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar el recurso únicamente en cuanto a la prisión preventiva del tutelado y ordenan ponerlo en libertad. En lo demás, declaran sin lugar el recurso. SL

1894-11. PRÓRROGA DE PRISIÓN PREVENTIVA.  AUDIENCIA SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR.  Aduce la recurrente  que  dentro de la causa penal que se le sigue al amparado se le extendió la medida cautelar de prisión preventiva por el término de once días por orden del Juzgado Penal, ya que en ese día se le cumplía un año de estar privado de libertad. Indica que en la misma fecha se citó a vista en la Sala de Casación con el fin de prorrogar la medida cautelar por más de un año. Alega que debido a que la audiencia se llevó a cabo sin  el defensor del amparado, no era posible prorrogar las medidas por más de un año, por lo que la detención del tutelado es ilegal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

1831-11. RETEN POLICIAL.  REQUISA. Argumenta el recurrente acusa que  fue bajado de un autobús dejando desprotegida a una menor que lo acompañaba y se le realizó una requisa tocando públicamente sus partes íntimas, lo cual es una costumbre reiterada en su contra por haber sido drogadicto anteriormente. Este Tribunal ha señalado que no resultan arbitrarios los retenes policiales que obedecen al recibo de una noticia criminis, como ocurrió en este caso. Además. no consta prueba en autos que permita demostrar que la requisa corporal realizada al recurrente excediera los límites acusados y según la documentación aportada por la autoridad recurrida, la revisión obedeció a la existencia de una denuncia anónima, procediendo a declarar  sin lugar el recurso. SL

1832-11. IMPUTADO. NOMBRAMIENTO DE TRADUCTOR. Refiere la recurrente que su representado a la hora de la declaración indagatoria  no contó con traductor a su idioma; no obstante, el Juzgado Penal le impuso seis meses de prisión preventiva. Estima esta Sala que en la audiencia oral la Jueza Penal sí expuso las razones por las que, a su juicio, se podía considerar que el tutelado sí habla fluidamente en español. Ante las circunstancias apremiantes, el Juzgado resolvió la situación jurídica del tutelado y también expuso concisamente las razones por las que la prisión procede, razón por la cual se declara sin lugar el recurso. SL

1554-10. EXTRADICIÓN. LLEVA UN AÑO DETENIDA Y NO HAN RESUELTO SOLICITUD DE REFUGIO. Reclama el recurrente que a la amparada se le ha mantenido detenida por más de un año sin ser condenada y a la fecha no ha concluido el proceso de extradición tramitado en su contra. Además menciona que se le mantiene en la cárcel de mujeres, junto con otras privadas de libertad ya condenadas. Finalmente acusa que no ha sido resuelta la solicitud de refugio planteada desde los primeros meses del 2010. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 41 de la Constitución Política. En lo demás, se declara  sin lugar el recurso. Notifíquese esta sentencia a quien ocupe el cargo de Ministro de Gobernación y Policía, a efecto de que tome nota de lo dicho en el penúltimo considerando. CL Parcial
1565-11. PROCESO ABREVIADO. CONDENA PACTADA CON EL ACUSADO SE CUESTIONA EN ESTA VÍA. El amparado estima violentados sus derechos fundamentales, por cuanto acusa que en el proceso penal seguido en su contra se produjeron errores procesales, tales como que en la acusación se indicó que los hechos se produjeron en el período de julio y agosto del año 2009, que no estaba bien fundamentada y errada la calificación legal. Así también, acusa que la audiencia preliminar no quedó bien gravada y que en su caso se está produciendo una aplicación retroactiva de la ley, por la cual se le está condenando a seis años de prisión. En este caso consta que el Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial condenó al amparado a una pena de 6 años de prisión, de conformidad al artículo 58 de la Ley de Sustancias Psicotrópicas. Asimismo, informó bajo juramento la autoridad recurrida, que en la sustanciación del proceso seguido contra el imputado se cumplió con el procedimiento  abreviado de conformidad con el artículo 373 del Código Procesal Penal, lo que trajo como consecuencia una condena que incluso fue pactada y por el delito de posesión de droga para la venta, vigente según Ley No. 8204. Así las cosas, es posible concluir que los reproches planteados por el recurrente como violaciones conexas que pudieren derivar una lesión al derecho de libertad, no son susceptibles de ser conocidos vía hábeas corpus por existir otros mecanismos intra-procesales para su impugnación (N.° 2003-13355 y N.° 2005-02554). En consecuencia de lo expuesto y atendiendo a los precedentes de la jurisdicción constitucional, el reparo que se formula es improcedente, y por ende, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL 

1605-11. AUDIENCIA. SIN PRESENCIA DEL DEFENSOR. Acusa el recurrente que se realizó audiencia oral a fin de conocer acerca de las medidas cautelares impuestas al encartado, sin la presencia del defensor, lo que –en su criterio- violenta el derecho de defensa de su defendido.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 16:15 horas del 21 de enero del 2011 emitida por el Juzgado Penal del II Circuito Judicial de San José, por medio de la cual se ordenó imponer medidas cautelares al amparado por el plazo de cuatro meses. Se ordena al Juez Penal del II Circuito Judicial de San José, disponer lo correspondiente para que de inmediato se reprograme la audiencia oral para conocer la solicitud de medidas cautelares planteada por el Ministerio Público dentro de la causa penal N°10-204034-0472-PE. CL
1556-11. DEFENSOR. REALIZAN AUDIENCIA PESE A QUE LOS DEFENSORES TENÍAN PROGRAMADA OTRA DILIGENCIA JUDICIAL.  El recurrente acude a esta Sala en tutela del derecho fundamental a la defensa del amparado, toda vez que el Tribunal Penal de Liberia programó el debate para la misma fecha que sus defensores tenían programada una audiencia en el Tribunal de Casación Penal, por lo que solicitaron cambio de fecha, que les fue denegado. En este caso, consta que les fue negada el cambio de fecha de la audiencia, por cuanto se estimó que al ser dos defensores particulares, cada uno podía hacerse cargo de una de las audiencias. Esta Sala considera que lleva razón la autoridad recurrida al indicar que al tener el amparado dos defensores particulares, cada uno de ellos puede hacerse cargo de una de las diligencias judiciales, por lo que en ningún momento se dejó sin representación técnica. Es menester aclarar que el derecho de defensa implica que un profesional en derecho asesore al imputado en las diferentes diligencias judiciales, no así que sean dos, si el amparado contrató a dos profesionales, que por su agenda particular no pueden atender una determinada diligencia, deberán realizar las gestiones necesarias para que alguna persona tome su cargo, no teniendo la Administración de Justicia que poner la agenda de los despachos al servicio de las posibilidades de los defensores particulares. Aunado a ello, en este caso, a pesar de que el actuar del Tribunal Penal de Liberia no lesionó ningún derecho fundamental, éste coordinó con el Tribunal de Casación Penal la variación de la audiencia  programada. En mérito de lo expuesto, lo procedente es declarar sin lugar el recurso. SL
1637-11. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. SIN DAR AUDIENCIA AL DEFENSOR. El recurrente acude a esta Sala en tutela de su derecho a la libertad de tránsito, toda vez que el Tribunal Penal de Heredia prorrogó la medida cautelar de prisión preventiva interpuesta en su contra, ello a pesar de carecer de competencia, pues actualmente el caso se encuentra en casación ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia. Aduce, además, que en dos audiencias señaladas por la Sala Tercera, no se presentaron los defensores públicos, por lo que éstas fueron canceladas, lo que estima lesiona su derecho de defensa. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
1376-11. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. DURANTE LA ETAPA DE JUICIO.  El recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en virtud de que el Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya, prorrogó las medidas cautelares dictadas en su contra, sin fijarse ni establecerse un plazo determinado de vigencia, solo se indicó que se prorrogaban hasta el día del dictado de la sentencia. Se cita el voto 18259-07. Con base en esto y en vista que contrario a lo indicado por el recurrente la resolución impugnada sí establece que la eficacia de las medidas cautelares de carácter personal impuestas al tutelado deben mantenerse hasta que se agende el proceso para juicio, lo procedente desestimar este hábeas corpus. SL
1370-11. DETENCIÓN.  PRIVACIÓN DE LIBERTAD POR SITUACIÓN MIGRATORIA. Argumenta el recurrente que el  amparado permanece detenido por orden del  Tribunal recurrido a solicitud de la Policía de Migración, pero en las celdas de Adaptación Social por un plazo de ocho días para lo que correspondiera en relación con su situación migratoria. Considera esta Sala que las autoridades de migración pueden restringir la libertad de un extranjero que ingresa ilegalmente al país, durante el tiempo racionalmente indispensable para hacer efectiva su expulsión y deportación. Además el determinar si el Tribunal aquí accionado tenía potestad o no para acceder a esa petición de la Policía Migratoria, como en efecto lo hizo, no es competencia de esta Sala al ser un problema de legalidad ordinaria, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL

1224-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Alega el recurrente que el Juez del Tribunal recurrido declaró sin lugar su gestión recursiva con argumentos contrarios a la sana critica y reprendió a su patrocinada al emitir verbalmente su decisión. Señala la Sala que si la defensora consideró que la juzgadora excedió su labor reprendiendo a la acusada verbalmente y esa conducta es reprochable, debe acudir a las instancias disciplinarias. Por otra parte, en cuanto a la fundamentación de la prisión preventiva, este Tribunal ha constatado que se encuentra ajustada a las normas constitucionales y legales. SL
1217-11. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUESTA EN SENTENCIA CONDENATORIA. Reclama el recurrente que se le dictó prisión preventiva en forma ilegítima, pues la ordenó el Tribunal de Juicio, cuando lo correcto, al estar remitido para resolverse un recurso de casación, es que la dictara la Sala Tercera. Asimismo, acusa que, la Sala Tercera al resolver el recurso de casación  ordenó el reenvió de la causa, por lo que el Tribunal de Juicio no debió prorrogar la prisión preventiva. Por último, reclama que en el ámbito donde se encuentra ubicado, no presenta las condiciones mínimas.  Considera la Sala que el reclamo del recurrente sobre el Tribunal competente para dictar la resolución respectiva es un argumento que hace referencia a una discusión que deberá plantearse y resolverse en la propia sede penal, y como lo ha señalado  en reiteradas ocasiones este Tribunal, no es una instancia más en el proceso penal, ni le corresponde sustituir a los jueces penales en ejercicio de sus funciones,  por lo que se declara sin lugar el recurso. SL

1214-11. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Reclama el recurrente que la resolución mediante la cual el Tribunal Penal revocó la resolución dictada por el Juzgado Penal en cuanto ordena la libertad de uno de los imputados y que ordena a prisión preventiva del amparado por el término de tres meses carece de fundamentación. Estima la Sala que la sentencia se encuentra debidamente motivada, toda vez que el  órgano jurisdiccional competente, en forma detallada, determina los elementos que lo llevan al grado de probabilidad y necesidad requerida para el dictado de la medida cautelar, por lo que procede a declarar sin lugar el recurso. SL

1219-11. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. SIN NOTIFICAR AUDIENCIA Alega la recurrente que el Juzgado recurrido prorrogó contra su defendido el plazo de la prisión preventiva, sin notificarle a ella sobre la audiencia que se realizó para tales efectos. Considera la Sala que es necesario notificar al defensor la resolución que impone la prisión, con mayor razón es necesario notificarle la celebración de una audiencia para conocer si se debe imponer o prorrogar. El fin de la audiencia es, precisamente, permitir a la defensa oponerse a la solicitud. No basta, como argumentó el Juez Penal, con notificarle al imputado, pues es su abogado quien está capacidad de conocer los alcances de la audiencia y las consecuencias de escoger distintas estrategias de defensa; en esto, precisamente, consiste la defensa técnica, por lo anterior procede a declarar con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado. Se ordena al Juez Coordinador del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de Puntarenas, programar y celebrar de inmediato la vista oral correspondiente a la solicitud de prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva solicitada por el Ministerio Público en contra del amparado únicamente. CL

1223-11.  PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO Y RECHAZADO RECURSO DE CASACION. Argumenta el recurrente que desde el  21 de enero de 2011 se venció la medida cautelar de prisión preventiva decretada en contra de la tutelada y aún a la fecha se encuentra privada, ilegítimamente, de su libertad personal, sin que se haya dictado alguna otra resolución judicial que así lo ordene. Esta Sala establece que si el Tribunal de Casación Penal recurrido no decidió prorrogar la medida cautelar de prisión fue por considerarlo innecesario, habida cuenta que ya existía una sentencia penal que quedó en firme al ser rechazado su recurso de casación que disponía formalmente su privación de libertad, por lo anterior procede declarar sin lugar el recurso. SL

DERECHO TRIBUTARIO
1356-11. RENTA. DETERMINACIÓN A PROFESIONALES LIBERALES DE RENTA PRESUNTA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 13 de la Ley de Impuestos sobre la Renta. La norma impugnada señala que para los contribuyentes, sean personas físicas o jurídicas, tales como médicos, odontólogos, arquitectos, ingenieros, abogados y notarios, entre otros profesionales, se presumirá una renta mínima anual de 335 salarios base. El recurrente considera que en tanto se refiere a los profesionales liberales, es una sanción impropia, que afecta la capacidad económica del contribuyente, la igualdad y además es irrazonable, irracional y desproporcional. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL

DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

1369-11. DEPORTACIÓN. SE SUPENDE POR RECHAZO DE EXTRADICIÓN. Alega el recurrente que a favor de su representado se ordenó su libertad, una vez que cumplió la pena impuesta en Costa Rica y a pesar de que fue rechazada la solicitud de extradición formulada por el Gobierno de Colombia para que cumpliera una pena de prisión impuesta en su ausencia, su representado fue puesto a la orden de la Dirección General de Migración y Extranjería para que proceda a su deportación, siendo que existe un temor fundado que lo deporten hacia Colombia, lo cual se convertiría en una "extradición simulada" pues una vez que ingrese a ese país, sería recluido inmediatamente en la cárcel. Actualmente existe pendiente de resolverse por parte de la Dirección General de Migración y Extranjería, una solicitud para que se proceda a deportar a su representado a un tercer país, pese a ello, en cualquier momento se podría ejecutar su deportación hacia Colombia y con esto, se estarían violentando sus derechos. Se declara CON LUGAR el recurso y se ordena a las autoridades de la Dirección General de Migración y Extranjería, que no podrá ordenarse la deportación del amparado a Colombia. CL

1270-11.  DEPORTACION. PROBLEMAS DE IDENTIDAD DEL AMPARADO. Indica el recurrente que se encuentra en custodia de la autoridad recurrida para ser deportado. Apunta que es chileno, quedó huérfano desde pequeño y salió de su país como polizonte en un barco siendo menor de edad, por lo que nunca obtuvo documento de identidad alguno. Ahora las autoridades chilenas refieren que él no es chileno, porque su nombre no consta en los registros. En este caso consta, que contra el recurrente se presentó una orden de captura emitida por el juez del condado de Florida por el delito de Tráfico de drogas, además tiene un largo historial delictivo, lo que infiere que no es quien dice llamarse, sino que su identidad corresponde a otra persona de nacionalidad estadounidense, y no chilena. Además los atrasos en su detención se deben a las manifestaciones falsas sobre su identidad. SL
FAMILIA

2082-11. HIJOS FUERA DEL MATRIMONIO. DECLARATORIA DE HIJO EXTRAMATRIMONIAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado de Familia, Civil y Laboral de Puriscal en lo referente al Artículo 71 del Código de Familia, Ley No. 5476 de 2 de diciembre de 1973. La norma cuestionada establece que se tendrá como hijo habido fuera de matrimonio al que, nacido después de trescientos días de la separación de hecho de los cónyuges, no haya tenido posesión notoria de estado por parte del marido. La declaratoria correspondiente la debe hacer, mediante juicio, el Tribunal a solicitud de la madre o del hijo, o bien de quien represente a éste. El juez consultante, considera que la norma limita sin fundamento constitucional el derecho a conocer el origen que toda persona tiene, pues establece el requisito de haber transcurrido el plazo de trescientos días desde la separación de hecho, para que la madre o el hijo puedan pedir la declaratoria de hijo extramatrimonial, una vez hecha esta declaración, la madre o el hijo podrían accionar en contra del verdadero padre biológico para que se atribuya su verdadera paternidad. Por lo descrito, estima irrespetado el derecho del menor a saber quienes son sus padres, consagrado por el artículo 53 de la Constitución Política y el numeral 7 de la Convención sobre Derechos del Niño. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se  evacua la presente consulta judicial de constitucionalidad, en el sentido que el artículo 71 del Código de Familia, Ley No. 5476 de 2 de diciembre de 1973, no es inconstitucional. Evacuada
2031-11. ÓRDENES DE APREMIO. DEBEN SER EMITIDAS A  TODAS LAS AUTORIDADES DEL PAÍS. La accionante recurre contra la decisión del Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José, de desestimar las solicitudes que planteara para que se giren órdenes de apremio corporal a todas las autoridades del país, dentro del proceso de pensión alimentaria en el que figura como actora. A criterio de este Tribunal, dicho reclamo constituye una disconformidad contra una resolución dictada por una autoridad judicial, lo que resulta improcedente conforme lo dispuesto por el artículo 30 inciso b) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que señala que el recurso de amparo no cabrá contra las resoluciones y actuaciones jurisdiccionales del Poder Judicial. En virtud de lo anterior, el recurso resulta improcedente. No obstante, apunta la Sala que el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José realiza una interpretación errónea de lo dispuesto por la sentencia número 2004-9419, toda vez que en dicho pronunciamiento esta Sala no indicó en ningún momento que las órdenes de apremio corporal no debían dirigirse a todas las autoridades del país, tal y como parece entender el juzgado accionado. En virtud de lo anterior, se le recuerda a la autoridad recurrida que las órdenes de apremio corporal que dicte deberán ser dirigidas a todas las autoridades del país, de tal forma que cuando sean retiradas por las personas interesadas, éstas puedan diligenciarlas de forma oportuna ante la autoridad administrativa del sitio donde se encuentre el deudor alimentario. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo dicho en el último considerando de esta sentencia. SL

1486-11. DEFENSA PÚBLICA. EN ASUNTOS DE FAMILIA. Alega el accionante que inició los trámites ante el Registro Civil para el reconocimiento paterno de sus hijos nacidos de mujer casada, pero le negaron sus pretensiones por el solo hecho de encontrarse privado de libertad y porque los documentos no estaban autenticados por un abogado. En este caso no se comprueban ninguno de los alegatos: ni que el recurrente o la madre de los niños, u otra persona haya presentado trámite alguno al Registro Civil para el reconocimiento paterno de los menores de edad; ni que el Registro Civil haya denegado el trámite de reconocimiento paterno del recurrente por el solo hecho de encontrarse privado de libertad o porque los documentos no estaban autenticados por un abogado. Sin embargo, dado que recientemente mediante la resolución número 2010-021039 de las catorce horas y cuarenta y cinco minutos del veintiuno de diciembre del dos mil diez este Tribunal determinó que la Defensa Pública debe brindar asistencia legal gratuita en asuntos de familia (tramitación del proceso de investigación de paternidad o reconocimiento de hijo de mujer casada por ejemplo) a aquellas personas que lo necesiten, lo que incluye la autenticación de demandas, porque de lo contrario se estaría violando el derecho fundamental de acceso a la justicia; se refiere al recurrente, si a bien lo tiene, acudir a dicha Defensa Pública para la asistencia legal de su trámite. Se declara SIN lugar el recurso. Sin embargo, tome nota la Directora de la Defensa Pública, de lo establecido en el último considerando. SL
1354-11. ADOPCIÓN. REQUISITOS PARA LOS ADOPTANTES. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 106 inciso c) del Código de Familia. La norma se impugna en cuanto exige como requisito general para adoptar, una diferencia de quince años entre adoptante y adoptado, lo que a juicio de los accionantes es irrazonable tratándose de una adopción entre adultos. Adicionalmente, considera que se lesionan los artículos 51 y 52 constitucionales, que consagran la familia como elemento natural y fundamento de la sociedad, pues impide a dos adultos establecer un vínculo legal por no cumplir un requisito que resulta irrazonable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
LIBERTAD DE PRENSA
1769-11. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. FAL TA DE P UBLICACIÓN DE RECTIFICACION. Acusa el recurrente que es Diputado y un columnista del periódico La Nación, le atacó en términos ofensivos, descalificadores, con intención de desacreditarlo ante la opinión pública, razón por la cual solicitó espacio para publicar sus rectificaciones y envió el texto del artículo, pero le indicaron que  no publicarían su artículo. El amparo es  rechazado, toda vez que de la lectura de las publicaciones aportadas por el recurrente, en especial la que origina el reclamo, constituye una mera opinión del autor que no incorpora hechos y por ende, carece de contenido fáctico que cuente con este mecanismo como medio de tutela. No es una publicación de contenido informativo, en estricto sensu, frente a la cual el recurrente ostente un derecho fundamental de rectificación. Lo manifiesto, claro está, no prejuzga de ninguna manera sobre cualesquiera eventuales responsabilidades en las que considera el recurrente pudo haber incurrido el recurrido, derivadas de la publicación cuestionada. En razón de lo anterior, procede rechazar de plano el recurso. RP
LIBERTAD DE TRANSITO

1755-11. PARTES DE TRÁNSITO. SE ANULA PARTE POR NO LLEVAR A CABO AUDIENCIA ORAL. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Argumenta el recurrente que la autoridad recurrida procedió a resolver la impugnación que presentó contra una boleta que le confeccionaron, sin llevar a cabo una audiencia oral en la que se recibiera los testigos propuestos, motivo por el cual se vulnera en su perjuicio las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. Estima esta Sala que al omitir el recurrido fundamentar las razones o los motivos para suprimir la realización de la audiencia oral en la que se pudiera evacuar la prueba testimonial ofrecida, se dejó en indefensión al amparado. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de debido proceso. Se anula la resolución número 0442-2010UIZS de las 11:00 hrs. del 16 de setiembre del 2010, de la Unidad de Impugnaciones de la Zona Sur, en la que se declaró al recurrente autor responsable de la comisión de la conducta descrita en el artículo 131 inciso c) de la Ley de Tránsito por las Vías Públicas Terrestres vigentes. Deberá la autoridad recurrida retrotraer  el procedimiento a la fase probatoria, a fin de que se realice la audiencia oral que se requiere para evacuar la prueba testimonial ofrecida por el amparado. CL
1222-11. RETEN POLICIAL. RESTRICCIÓN POR RETEN DE SEGURIDAD. Indica el recurrente que sin mediar una orden judicial ni una noticia, en un retén policial seis  Oficiales de la Fuerza Pública le solicitaron que mostrara su cédula de identidad, se bajara del carro y abriera la cajuela. En este caso consta que las actuaciones impugnadas (detención y revisión del vehículo del recurrente ante operativo de control de carreteras por hechos delictivos ocurridos el 16 y 17 de enero del 2011 en alrededores de la zona de San José) caben dentro de las competencias, potestades y atribuciones de los recurridos, sin que se observe ningún exceso en sus actuaciones, no existe mérito para acoger este recurso. SL
MINORIAS
1300-11. DISCRIMINACIÓN. HIMNO NACIONAL DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra el Himno Nacional de la República de Costa Rica. Se acusa que algunas frases del himno nacional de Costa Rica tienen palabras groseras y discriminatorias contra la mujer. Señala las siguientes: “que enrojece del hombre la faz”, “conquistaron tus hijos labriegos sencillos” “verás a tu pueblo valiente y viril. Estima esta Sala que no puede realizar un análisis de constitucionalidad de una obra literaria por sí misma, mucho menos le es posible modificarla como se pretende, siendo una manifestación de la individualidad de su creador, que debe ser respetada, por lo que procede rechazar de plano la acción. RP

MUNICIPALIDAD*
2098-11. AGUAS PLUVIALES. INUNDACIONES POR DESFOGUE DE AGUAS PLUVIALES Argumenta el recurrente que la Municipalidad recurrida ha descuidado las obras de mantenimiento de los canales, alcantarillas y desagües de su vecindario; razón por la cual, la comunidad de Pueblo Nuevo ha sufrido inundaciones que ponen en riesgo la salud de los habitantes, ya que discurren aguas negras y materia fecal por sus casas. Se declara con lugar el recurso únicamente contra la Municipalidad de Parrita. En consecuencia, se ordena al Presidente del Concejo Municipal y al Alcalde, ambos de la Municipalidad de Parrita, que de INMEDIATO procedan a limpiar y asegurar el libre curso de las aguas pluviales de los canales y desagües que aquejan al recurrente. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial. 

1907-11. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS SERVIDAS QUE AFECTAN PROPIEDAD PRIVADA Y CONTAMINA NACIENTE  DE  AGUA.  Indica la recurrente que un vecino de la comunidad arroja los desechos sanitarios en las salidas de agua residuales, los cuales generan malos olores y contaminan en una naciente que provee de agua a los vecinos cuando falta el agua municipal. Acusa que a pesar de haber denunciado la situación no han solucionado a la fecha dicho problema. Este Tribunal comprueba que el problema ambiental generado fue denunciado desde el 27 de agosto del 2010; sin embargo, a la fecha han transcurrido casi seis meses y las autoridades recurridas no han solucionado de forma efectiva tal problemática, ante la falta de una actuación conjunta y debidamente coordinada en tal sentido. Establece que las autoridades recurridas no han sabido coordinar sus esfuerzos, ni han  sabido actuar con el vigor necesario, a fin de solucionar el acusado problema de contaminación ambiental, por lo que procede declarar con lugar el recurso. Se ordena al  Alcalde, al Presidente del Concejo ambos de la Municipalidad de Cartago y  al Director del Área Rectora de Salud Central Este el último, que de forma coordinada adopten las medidas necesarias para que en el plazo de tres meses, contado a partir de la comunicación de la presente resolución, se resuelva de manera definitiva el problema sanitario que aqueja la amparada. Deberá la Municipalidad de Cartago y el Área Rectora de Salud Central Este inspeccionar en forma periódica la vivienda en la que se presenta el problema de contaminación para evitar que, una vez corregido el problema, éste se reanude. CL

1906-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA CONCLUIR OBRA DE INFRAESTRUCTURA DEL PUENTE  LAS VEGAS SOBRE EL RÍO TORTUGUERO. Manifiestan los recurrentes que son vecinos de la comunidad de la Maravilla de Roxana de Pococí y se comunican con otras comunidades por medio de un puente que se denomina “Puente las Vegas” del río Tortuguero. Acusan que el puente ha sido destruido por acción de la naturaleza por lo que han acudido ante diversas instancias administrativas para su reparación; sin embargo el problema no ha sido resuelto, por lo que temen una tragedia en dicho lugar, pues el puente debe ser transitado a diario, incluso por autobuses. En este caso concluye la Sala, que estando demostrado que existe la necesidad de construir esa obra comunitaria, debido a que el puente actual está deteriorado y que por ello significa una amenaza a la integridad personal y los bienes de quienes lo atraviesan; procede declarar con lugar el recurso únicamente contra la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, y se le desestima en lo demás. Se ordena a quien ocupe el cargo de Presidente de esa Comisión, que dicte las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que en forma inmediata se le dé el trámite de ley al plan de inversión que le presentó la Municipalidad de Pococí el 29 de setiembre de 2010, con el objetivo de que se construya el nuevo Puente Las Vegas, sobre el Río Tortuguero, a que se refiere este asunto. Se le advierte a esa Comisión, en la persona de quien ocupe el cargo de su Presidente, que esa obra deberá quedar debidamente terminada a más tardar el 31 de diciembre de 2011. CL 

1910-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR PERMISO OTORGADO PARA INSTALACIÓN DE TORRE DE COMUNICACIÓN. Alega el recurrente que la Municipalidad recurrida no ha ejecutado el acto dictado el 23 de julio de 2008 para que el representante de la Sociedad recurrida retire una torre que sostiene una antena de comunicación comercial, de veintitrés metros de altura, que se encuentra en el techo del condominio propiedad de esa sociedad pero que representa un peligro para los vecinos.  En el presente caso estima la Sala que las autoridades municipales recurridas reconocen el problema, pues incluso aceptan que la torre para antenas de comunicación comercial se construyó sin permiso de construcción y contraviniendo el uso permitido del condominio donde se ubica; aparte de que se evidencia que las gestiones a nivel administrativo contra la empresa contraviniente han sido insuficientes, pues ha pasado más de dos años y seis meses y la problemática persiste, procediendo a declarar con lugar el recurso. Se ordena al Gerente con facultades de Apoderado Generalísimo sin límite de suma de la compañía Montagne Du La Vallée Doré Limitada, que en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta resolución, proceda a demoler y retirar la antena de comunicación comercial que se ubica dentro de la filial No. 9 del Condominio Residencial La Jolla, conforme se le ordenó mediante oficio del 23 de julio del 2008, emitido por el Coordinador de Desarrollo Urbano de la Municipalidad de Belén. Asimismo, se le apercibe al Alcalde de Belén,  que en caso de inobservancia a la anterior disposición, deberá proceder esa Municipalidad a retirarla  de inmediato con cargo a la empresa de los costos incurridos. CL

1903-11. DAÑOS A PROPIEDAD. POR DESBORDAMIENTO DE ALCANTARILLADO.  Reclama el recurrente  que producto de una gran cantidad de lluvia, un talud se desprendió sobre la fuente “Lolito Rodríguez”, y por la acción de las aguas, y el arrastre de material, el sistema de alcantarillado instalado por la Municipalidad, se vio saturado de sedimentos, lo cual provocó que el agua de lluvia no pudiera discurrir por el cause normal. Establece que los funcionarios municipales canalizaron las aguas provenientes de San Vicente, y que podían poner en peligro la fuente de agua citada, hacia el camino que pasa frente a su propiedad, poniendo en riesgo la infraestructura de su vivienda. Estima la Sala que los trabajos realizados por la Municipalidad accionada, no solucionaron la correcta canalización de las referidas aguas, pues éstas últimas han ingresado a la propiedad mencionada causando daños a la misma, problema que es propiamente local y vecinal, por lo que  procede declarar con lugar el recurso y se les ordena al Alcalde, al Director de la Unidad Técnica de Gestión Vial, y al Ingeniero Adjunto, todos de la Municipalidad de San Carlos, tomar de inmediato las medidas pertinentes para canalizar las aguas pluviales provenientes de San Vicente que discurren a la propiedad del amparado, así como realizar la limpieza del alcantarillado, dar el mantenimiento debido a la red vial cantonal, y el camino que da acceso al Barrio San Pascual. CL

1898-11. PERMISOS. OTORGADOS PARA FUNCIONAMIENTO DE LOCAL. Reclama la recurrente que el cuatro de diciembre de 2010 presentó dos denuncias, una ante el Area Rectora de Salud de Turrialba y la otra ante la Oficina de Patentes de la Municipalidad de Turrialba en contra  de un local que realiza actividades no contempladas en el permiso de funcionamiento, lo que provoca ruido y malos olores; sin embargo las autoridades recurridas a la fecha no han resuelto la queja presentada.  Estima esta Sala que a pesar de que las autoridades sanitarias tuvieron noticia desde el mes de diciembre del dos mil diez y no se ha ejecutado ningún acto administrativo al respecto, dicha excusa no es motivo de la inactividad de la recurrida y lo cierto es que el problema continúa a pesar de la gravedad de los hechos y las autoridades sanitarias  han omitido cumplir con la obligación de velar por el derecho a la salud de la población y por ende, tal omisión ha ocasionado lesiones a los derechos fundamentales de los todos los habitantes del lugar. Se declara con lugar  el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Turrialba y al Director del Area Rectora de Salud de Turrialba del Ministerio de Salud, que DE INMEDIATO se tomen las medidas necesarias para que se solucione, definitivamente, el problema denunciado por la recurrente, incluso haciendo uso de las potestades que nuestro Ordenamiento Jurídico les otorga  para constreñir a quienes desobedezcan sus órdenes a que las cumplan. Además se les ordena que  en el plazo de TRES DIAS  deben de resolver y notificar a la recurrente la respuesta a la gestión presentada el día 4 de diciembre de 2010. CL
1706-11. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CAÑOS.  Alega el recurrente que ha gestionado ante la Municipalidad recurrida sobre el problema  de inundaciones que se presentan en su comunidad durante la época de invierno,  lo anterior debido a que no arregla los "caños circundantes y desniveles con respecto al asfaltado", pero, a pesar de sus gestiones, no ha obtenido solución al problema, lo cual propicia inclusive problemas de salud entre los vecinos, y a la fecha no han actuado. Esta Sala  constata que no existe inacción por parte de la Municipalidad recurrida, toda vez que en el expediente se demostró que efectivamente el asunto está en trámite de coordinación para su respectiva ejecución, y en espera de concluir las labores que actualmente realizan, para dar inicio en el plazo de un mes. Se declara sin lugar el recurso. SL

1736-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA TERMINAR TRABAJO DE REAPERTURA DE CAMINO PÚBLICO EN LIBERIA. Manifiestan los recurrentes que desde el año 2000 interpusieron una denuncia ante la Municipalidad de Liberia acusando que unas personas tomaron posesión sobre una calle pública que va de Buenos Aires a El Gallo, entre la Quebrada El Encanto y el Río Seco, pero a la fecha no se ha culminado el procedimiento administrativo de apertura del camino público. Lo anterior, con el agravante que los ocupantes de la vía pública obstaculiza el libre tránsito y ponen en peligro la salud pública, ya que, no utilizan correctos dispositivos para el tratamiento de sus desechos. Asimismo solicitan la protección de su integridad física y, específicamente, los derechos de las personas con discapacidad, ya que, por las malas condiciones de la calle en cuestión, se les dificulta trasladar a su hija quien requiere la utilización de una silla de ruedas y, además, la ausencia de un puente sobre la Quebrada El Encanto y Río Seco pone en peligro la vida de todos los transeúntes. Se declara parcialmente con lugar el recurso contra la Municipalidad de Liberia.  Se les ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Liberia,  que procedan: a) en el término de tres meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, a instruir y finalizar los procedimientos de reapertura de caminos públicos en relación con la denuncia presentada por el amparado, en la calle de Buenos Aires al Gallo entre la Quebrada El Encanto y el Río Seco y b) que una vez culminado el procedimiento administrativo indicado, y de determinarse la demanialidad del camino, procedan a tomar las medidas de su competencia para que, en el término de seis meses, se asegure que el tránsito por el mismo no amenace la integridad física de los transeúntes y se resguarden los derechos de las personas con discapacidad. En cuanto al agravio presentado contra las autoridades del Ministerio de Salud, esténse los recurrentes a lo resuelto por este Tribunal en la sentencia No. 2011-000739 de las 10:23 hrs. de 21 de enero de 2011. En cuanto al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
1745-11. VÍAS PÚBLICAS.  SE ORDENA TERMINAR TRABAJO EN CALLE EL BARRO DE ESCAZÚ. Indica la recurrente que con las obras realizadas por el Grupo Roble Internacional de Costa Rica y el Grupo Meridiano de Centroamérica  sobre la calle el Barro que colinda con la Urbanización Quintanar, subieron el nivel del piso, al haber rellenado la misma con asfalto, sin tomar las previsiones necesarias para el desfogue de aguas, ya que cuenta con acera solo de un lado y el otro sector afecta sus paredes por el agua que discurre, asimismo se limita el acceso por esa calle a las viviendas que tienen frente a ella. Señala que ha solicitado permisos de construcción, planos, permisos para elevación y movimientos de tierra, sin que se le haya dado respuesta alguna. En este caso, concluye esta Sala que con pleno conocimiento de las autoridades municipales se realizaron obras de asfalto en dicha calle, que no contemplaron otras directrices técnicas, que han provocado el discurrimiento de aguas superficiales en detrimento de los vecinos de la Urbanización Quintanar y que a pesar de haberse denunciado así desde hace años, la recurrida no ha tomado previsión ni ha ejecutado acción alguna que conlleve a su solución, procediendo a declarar con lugar el recurso por violación a los artículos 21, 41 y 50 constitucionales, únicamente en cuanto la Municipalidad de Escazú no previó y ordenó los requisitos técnicos bajo los cuales podía ser mejorada la calle El Barro, con el objeto de evitar los empozamientos que la falta de un adecuado canal de drenaje de las aguas superficiales produjo, así como la inercia de esta Municipalidad en resolver las denuncias presentadas por la recurrente, así como de reestablecer las zonas residenciales de la Urbanización y su omisión en delimitar y resguardar recursos hídricos relevantes como la servidumbre del tubo que proviene de Puente Mulas, al haber autorizado varias construcciones sin su previsión en caso de emergencia. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Escazú, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, proceda a emitir las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias, a efecto de garantizar que en el plazo de tres meses contados a partir de la comunicación de esta sentencia, la calle El Barro cumpla con los requisitos técnicos necesarios para que discurran adecuadamente las aguas superficiales y subsuperficiales que pasan sobre ésta. Asimismo, deberá en forma inmediata coordinar con el ICAA, el Departamento de Aguas del MINAET y SENARA, la actualización o realización de un estudio hidrográfico de la zona, así como proceder dentro del mismo plazo de tres meses indicado anteriormente, a delimitar y demarcar claramente la servidumbre de paso de la tubería madre de Puente Mulas y tomar las previsiones frente a futuras solicitudes de permisos de construcción. En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial.

1749-11. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS Y REDUCTORES DE VELOCIDAD  EN URBANIZACIÓN SANTA CLARA Y  CALLE EL TRAPICHE DE SANTA BÁRBARA DE HEREDIA.   El recurrente solicita el amparo del derecho a la vida y a la integridad física a favor de los niños y peatones en general, que transitan por las cercanías de la Calle El Trapiche, Distrito de Jesús, lo anterior, por cuanto se carece de aceras, y se ha destruido el reductor de velocidad que estaba ubicado treinta metros de la entrada de la Urbanización. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal  y a la Presidenta del Concejo, ambos de la Municipalidad de Santa Bárbara de Heredia que tomen las medidas que están dentro del ámbito de sus competencias para que en el plazo de QUINCE DÍAS a partir de la comunicación de esta sentencia se resuelva si es necesario  construir  reductores de velocidad en la entrada de la Urbanización Santa Clara y en la calle El Trapiche, Distrito de Jesús de Santa Bárbara de Heredia; y en caso afirmativo proceder DE INMEDIATO a la construcción de tal obra. Adicionalmente, deberán tomar las medidas necesarias para que se construyan las aceras faltantes en esa localidad. CL

1752-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REALIZAR OBRA DE ENTUBAMIENTO DEL SISTEMA PLUVIAL EN URBANIZACIÓN EL TRÓPICO II EN ALAJUELA. Reclama el  recurrente que la Corporación Municipal recurrida no ha solucionado de forma definitiva el problema de entubado de una acequia con dimensiones de río que ha estado causado serios problemas a su propiedad. En criterio de este Tribunal e independientemente de las actuaciones que ya se han realizado a la fecha, lo cierto es que, en el presente caso, queda manifiesta la inercia y falta de eficiencia para atender con prontitud, la situación acusada, lo cual, configura no sólo un quebranto al derecho al buen funcionamiento de los servicios públicos y una trasgresión a la obligación objetiva de tutelar, por lo consiguiente procede declarar con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente del Concejo Municipal y al Alcalde Municipal, ambos de la Municipalidad de Alajuela, que coordinen lo necesario para que dentro del marco de sus competencias, solucionen de forma DEFINITIVA el problema de entubamiento del sistema pluvial de la Urbanización el Trópico II, lo anterior dentro del plazo de TRES MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL 
1650-11. IMPUESTOS. COBRO DE IMPUESTO DE PATENTES EN HEREDIA A LAS ACTIVIDADES FINANCIERAS Acción de Inconstitucionalidad en contra del Inciso a) del Artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991.  El accionante manifiesta que se echa de menos la relación que debe existir entre el objeto gravado y el fin que se persigue con la imposición  que justifique un trato diferenciado, pues en relación con el impuesto de patentes y con los servicios locales prestados por la Municipalidad, no existe diferencia alguna entre los bancos, establecimientos financieros, casas de banca, casas de cambio, financieras e instituciones aseguradoras y los demás contribuyentes que realizan servicios prestados al sector privado o al sector público, a quienes se les establece, en el artículo 14 de la ley 7247, una tarifa de impuesto de patentes mucho menor. Establece que en  este sentido, debe existir una estrecha vinculación o proporcionalidad entre el impuesto de patentes y su monto, y el beneficio obtenido por las empresas en los servicios prestados por el gobierno local. En el caso concreto, no existe diferencia alguna entre el beneficio que obtienen las actividades comerciales, lo que supone una discriminación arbitraria en contra de los derechos de su representada. Por otra parte, el inciso a) del artículo 15 de la Ley N° 7247 establece una tarifa más alta para la actividad financiera, lo cual crea una discriminación odiosa en relación con las demás actividades lucrativas que se realizan en el Cantón y que, beneficiándose de la misma forma, contribuyen con un pago del impuesto, menor, lo que se  agrava si se toman en cuenta que ya existe una diferenciación en cuanto a la obligación de contribuir con los servicios locales, pues el impuesto de patentes no grava todas las actividades lucrativas ni a todos los sujetos que las realicen. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad y, en consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 15 de la Ley de Impuestos Municipales de Heredia, No. 7247 de 24 de julio de 1991. De conformidad con lo que establecen los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos de esta declaratoria, de manera que, con excepción del caso concreto que sirve de base a esta acción, respecto del cual la retroactividad es de principio, se consideran de buena fe los tributos cobrados e ingresados a la caja de la Municipalidad antes de la publicación en el Boletín Judicial del primer aviso de interposición de este proceso. CL
1441-11. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE PUENTE EN SAN FRANCISCO DE CORONADO. Reclama el recurrente que el puente que comunica Vista de Mar de Goicoechea y San Francisco de Coronado, se derrumbó, motivo por el cual, desde ese día los vecinos de San Francisco que viajan por Vista de Mar y de allí a San José, tienen grandes dificultades para transitar. Resalta que debido a lo anterior su hijo  no pudo volver al Kinder por cuanto no hay microbús que haga la ruta por Coronado. Señala que tampoco tienen transporte por las noches, pues Coronado tiene un limitado servicio de buses.  Se declara con lugar el recurso. Se les ordena al Alcalde Municipal de Goicoechea, al Alcalde Municipal de Vásquez de Coronado y al Ministro de Obras Públicas y Transportes que, de forma inmediata, lleven a cabo las acciones pertinentes para coordinar, de forma conjunta, la realización de las obras que sean necesarias para dar solución al problema que sufren los vecinos del Barrio San Francisco de Coronado debido al colapso del puente que comunica Vista de Mar de Goicoechea con San Francisco de Coronado, obras que deberán culminarse en el término de dieciocho meses contado a partir de la notificación de la presente sentencia. CL

1445-11. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE  EN LA VILLA OLÍMPICA DE DESAMPARADOS.  Expone la recurrente su inconformidad por  el abandono de los terrenos limítrofes en el sur, con la Villa Olímpica en Desamparado, ya que la maleza llega a crecer más de un metro de altura en invierno. De igual manera, manifiesta que en el sector sur de la Villa Olímpica existen problemas con la red vial, pues se encuentra sumamente deteriorada, dificultando el paso de los vehículos y peatones. Indica que presentó gestiones  sobre el estado de abandono de las calles públicas y las fincas colindantes con el sector sur de la Villa Olímpica, los cuales fueron remitidos al encargado del Departamento de Inspección de Campo y al Departamento de Gestión Vial.  Reclama que se comunicó con la Municipalidad  recurrida y le informaron que dichos trámites aún no habían entrado en curso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal del Cantón de Desamparados, que adopte inmediatamente las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de mantener, en buenas condiciones, la calle y los inmuebles situados al costado sur de la Villa Olímpica del Cantón de Desamparados. CL
PODER EJECUTIVO
2097-11. EXPROPIACIÓN. SE ORDENA REALIZAR PROCESO DE EXPROPIACIÓN DE TERRENOS EN TERRITORIO INDÍGENA. Señalan  los recurrentes que su padre compró la finca inscrita en el Partido de Guanacaste, matrícula de Folio Real número 00050031-000  y se las traspasó  en el año 1982 y, desde ese momento, han ejercido la posesión sobre dicho bien inmueble.  Indican que por Decreto número 6036-G del 26 de mayo de 1976, publicado en La Gaceta el 12 de junio de 1976,  el Gobierno reconoció la existencia y personalidad jurídica de la Comunidad Indígena Chorotega de Matambú y declaró Reserva Indígena el territorio ocupado por dicha comunidad, en el cual se encuentra la finca en referencia. Alegan que debido a la declaratoria de ese territorio como Reserva Indígena, se han visto afectados gravemente, ya que han transcurrido treinta y cuatro años sin que hayan sido expropiados, pese a las limitaciones establecidas a su propiedad, las cuales les impide hacer uso del dominio a través de la explotación o el uso normal de dicho inmueble. Indican que debido a que las reservas indígenas son inalienables e imprescriptibles, no transferibles y exclusivas para las comunidades indígenas que las habitan, por lo que las personas no indígenas no pueden alquilar, arrendar, comprar o de cualquier otra manera adquirir terrenos o fincas comprendidas dentro de esas reservas, de donde sólo podrán negociarse entre indígenas.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario,  disponer que en un plazo razonable se inicien los procedimientos de expropiación de los inmuebles de los amparados, inscritos en el Registro Público bajo el sistema de Folio Real del Partido de Guanacaste números 0050031-000 y 028005B002. CL

2096-11. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA  DAR MANTENIMIENTO AL DERECHO DE VÍA Y AGILIZAR TRÁMITE PARA APROBACIÓN DE CALLE MARGINAL POR CONSTRUCCIÓN DE CARRETERA SAN JOSÉ CALDERA.  Indican los recurrentes que son  co-propietarios de un inmueble ubicado en Alajuela, cuya medida, situación y linderos actuales del inmueble son resultado de las diligencias de expropiación que se tramitaron en el expediente No. 96-00033-291-CA, para su utilización en la autopista San José - Caldera. En virtud de lo anterior, el inmueble fue dividido en dos franjas rectangulares, separadas por la citada carretera. El fundo remanente, ubicado al lado norte, quedó sin acceso y se le cortó el riego disponible. Subraya que en el diseño incluido en el contrato de concesión, no se contempló la construcción de una calle marginal, por lo que fue incluida en el inventario de marginales adicionales a incorporar, para lo cual es necesario expropiar otra porción más de la finca. Establecen que la marginal no ha sido construida y, mucho menos, se han iniciado las diligencias de expropiación necesarias. Acota, el Consejo Nacional de Concesiones, por orden del Tribunal Contencioso Administrativo, abrió una trocha que dio acceso al fundo remanente norte en el ancho de vía adquirido por el Estado, sin embargo, la autoridad recurrida nunca dio mantenimiento al camino, por lo que en la actualidad es un charral inutilizable. La Sala tiene por acreditado que llevan razón los recurrentes en sus alegatos, toda vez que se logra constatar que existe una falta por parte del Concesionario, pues a pesar de alegar que el derecho de vía se encuentra cerrado, consta que de ellos se les informó en su debido momento y las razones aparentan ser razonables. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Secretario Técnico del Consejo Nacional de Concesiones, disponer de inmediato las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que se le dé el correspondiente mantenimiento al derecho de vía, así como agilizar el trámite para la aprobación de la calle marginal mencionados en este amparo.  Además, se ordena realizar una inspección a los taludes del sector sur de la propiedad de los recurrentes para constatar el estado de los mismos y en caso de ser necesario realizar las obras de mantenimiento para evitar futuros daños. CL Parcial.

1735-11. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE PUENTE EN CONCEPCIÓN ABAJO. Reclama la recurrente que el puente peatonal que une a Concepción Abajo con el centro de Alajuelita, sobre el Río Limón, se encuentra totalmente destruido, de manera que, las personas que transitan por él ponen en peligro su vida. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y de Transporte, y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Viabilidad, que, en el ámbito de sus competencias, dispongan lo necesario para iniciar la reconstrucción de la pasarela peatonal que une a Concepción Abajo con el centro de Alajuelita, sobre el río Limón, en el plazo de doce meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. Constata  la Sala que ya analizó el reclamo encontrando que el Ministerio de Obras Públicas y Transportes no ha actuado de forma diligente en aras de solucionar el problema de la pasarela peatonal, pues no ha sabido coordinar sus esfuerzos, o realizado una actuación efectiva para poder solucionar el problema mencionado., asimismo se comprueba que en la actualidad el puente no ha sido reconstruido, pues apenas se encuentra en proceso de adjudicación.  CL Parcial

PRIVADOS DE LIBERTAD
2118-11. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN CENTRO INSTITUCIONAL CALLE REAL. Alegan los recurrentes que en el Centro Penitenciario hay hacinamiento, por cuanto los cubículos están diseñados para veintidós personas, pero que en ocasiones en cada cubículo se ubican hasta cuarenta personas, obligándoles a que  tengan que dormir, incluso, en los servicios sanitarios,  generándose más enfermedades.  Señalan que los días que no reciben visita deben permanecer  en sus celdas, donde los visitantes de los otros internos los ven como si fueran animales, dañando su dignidad humana y causándoles discriminación. Aducen que, tanto la atención médica, como la jurídica y social están mal, porque la persona encargada de decidir quiénes reciben atención médica es un oficial de turno que no tiene conocimientos médicos ni conocimiento de los padecimientos de la población penitenciaria, entre otros aspectos. Se declara parcialmente con lugar el recurso por el hacinamiento crítico y la falta de camas en el Centro Programa Institucional Calle Real.  En consecuencia, se ordena al Director del Centro del Programa Institucional Calle Real en Liberia, inmediatamente, adoptar las medidas necesarias para proveer de camas a todos los privados de libertad. Asimismo, se le ordena coordinar lo necesario con la Dirección General de Adaptación Social a fin que se solucione, en forma integral y definitiva, el problema de hacinamiento crítico que enfrenta el Centro Programa Institucional Calle Real en Liberia. En los demás extremos, se impone declarar sin lugar el recurso. CL Parcial

1985-11. PROGRAMAS INSTITUCIONALES. SE ORDENA DAR A LOS PRIVADOS DE LIBERTAD ACCESO DIRECTO A LA CONTRALORÍAS DE SERVICIOS EN CENTROS PENITENCIARIOS. Aduce el recurrente que los privados de libertad del Centro de Atención Institucional de Pococí, su integridad física ha sido amenazada. Señala que las personas allí ingresadas se ven sometidas a agresiones físicas constantes, pues cada vez que los oficiales de seguridad consideran que algún privado de libertad cometió alguna falta, es sacado del pabellón y golpeado, sin que tengan acceso a un sistema eficiente de quejas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Adaptación Social, que de inmediato interponga las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que en el improrrogable plazo de tres meses contados a partir de la comunicación de esta sentencia, la Dirección General de Adaptación Social implemente mecanismos adecuados para que los privados y privadas de libertad de cada centro de atención institucional, tengan acceso directo a la Contraloría de Servicios del Sistema Penitenciario Nacional, así como definir la estructura organizativa necesaria para que en el planeamiento presupuestario de los próximos dos años, se contemple de manera paulatina la creación de las oficinas locales de la Contraloría de Servicios del Sistema Penitenciario Nacional en cada uno de los centros de atención institucional. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

2032-11. ATENCIÓN MÉDICA. TRASLADO A CITAS. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional La Reforma, donde no le dan la atención médica que requiere para sus padecimientos, además, no lo trasladan a las citas que se le programan en los hospitales de la Caja Costarricense de Seguro Social.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma,  al  Director Médico de la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma y a la encargada de tramitar citas médicas de la Clínica La Reforma, atender los requerimientos de transporte para las citas médicas programadas para el amparado y tomar las previsiones que el caso amerite con el fin de que no se reitere la omisión que ha servido de base para la estimatoria de este recurso, CL

1248-11. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MÉDICA Refiere el recurrente que desde el año 2007 ha solicitado atención médica especializada, en razón de una enfermedad que afecta uno de sus ojos, por lo que incluso se le han programado distintas citas en el Servicio de Oftalmología del Hospital San Rafael de Alajuela, pero las autoridades penitencias no lo han transportado a tales citas. Alega que, como consecuencia, aún no ha recibido la atención y el tratamiento médico que requiere. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, contra el Centro de Atención Institucional La Reforma. Se le ordena al Director a. i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, y al Director a.i. de la Clínica La Reforma, que de forma inmediata dispongan lo pertinente y coordinen lo necesario con las autoridades del Servicio de Oftalmología del Hospital San Rafael de Alajuela para que, con la mayor celeridad posible, se le programe nueva cita médica al amparado, y que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente proceso. En cuanto al Hospital San Rafael de Alajuela, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
SERVICIOS PUBLICOS
2114-11. SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE SERVICIO. Establecen  los recurrentes que la sociedad recurrida interpuso un proceso judicial de desahucio en su contra, al cual se opusieron. Alegan que la recurrida gestionó ante la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, la suspensión del servicio eléctrico en la vivienda que habitan, lo cual fue ejecutado desde junio y posteriormente se removió el medidor, y se ha negado a solicitar la reinstalación de dicho servicio, y éste únicamente puede ser reinstalado a solicitud del propietario del inmueble. Indican que la suspensión del servicio eléctrico en la vivienda, les produce graves perjuicios. Afirman que se encuentran al día en los pagos, e incluso han cancelado los impuestos municipales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la PRESIDENTA Y REPRESENTANTE LEGAL DE INVERSIONES ZEUXINE SOCIEDAD ANÓNIMA, proceder a la inmediata reconexión de los servicios de electricidad en la vivienda que arrienda a los actores y se le advierte que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 63 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no debe incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este amparo. CL

2077-11. SERVICIO DE AGUA. PROBLEMAS POR CALIDAD DEL SUMINISTRO DE AGUA EN  CAÑAS.  Alega el recurrente que desde hace años ha denunciado ante la institución recurrida la problemática que presenta el agua en el cantón de Cañas, pues está contaminada. Para agravar la situación, indica que desde hace un mes suspenden el servicio desde las ocho de la mañana y hasta la cinco de la tarde, lo que a su juicio se ha vuelto insostenible. Manifiesta que lo que han dicho es que el pozo se secó, pero lo real es que el agua tiene contenidos de arsénico al 22%, lo que es letal para los seres humanos. Alega que por tales circunstancias desde el doce de julio de dos mil diez envió una nota denunciando la situación y solicitando una audiencia, pero no ha recibido respuesta a su gestión. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que de INMEDIATO adopte las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes a fin de que se corrijan los problemas y se garantice al recurrente y a los vecinos de la comunidad de Cañas un suministro continuo y de calidad del servicio de agua potable. Asimismo, se le ordena que resuelva la gestión remitida por el amparado el 12 de julio del 2010 y le notifique lo resuelto, dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta resolución. En cuanto a la Ministra de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

1753-11. SERVICIO DE AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO SUSPENDE SUMINISTRO DE AGUA.  Alega la recurrente que es inquilina de una propiedad del recurrido, quien decidió suspenderle el servicio agua debido al atraso en el pago del alquiler. Se declara CON lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al recurrido que, en forma inmediata, reconecte el servicio de agua potable a la casa que alquila a la amparada, y que se abstenga de volver a incurrir en los hechos que motivaron la estimatoria de este recurso. CL

1758-11. SERVICIO DE AGUA.  PRESTADO EN FORMA IRREGULAR  Y PROBLEMAS POR CALIDAD DEL SUMINISTRO. Establece la recurrente que en el cantón de Buenos Aires de Puntarenas, los acueductos que abastecen a la localidad ya superaron su vida útil, situación que afecta a la comunidad. Alega que el suministro de agua potable de la zona es muy inestable debido a los problemas en la línea de conducción de los acueductos, motivo por el cual el servicio se suspende de forma frecuente, sin  aviso, por varias horas e incluso días, lo cual afecta a miles de vecinos del lugar quienes quedan sin acceso a agua potable.  Además, acusa que el agua suministrada  a la comunidad no es apta para el consumo humano, ya que llega sucia, contaminada y sin ningún tipo de tratamiento y se puede notar que el líquido trae basura y tierra. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que en forma inmediata a la notificación de esta sentencia deberá de adoptar todas las medidas de urgencia que sean necesarias, como racionamientos y reparto de agua con camiones cisterna y cualesquiera otras, para disminuir al máximo la carencia del agua potable en el Cantón de Buenos Aires. Además, debe de proceder en forma inmediata a gestionar lo pertinente para que en el menor plazo posible concluya la puesta en operación de la infraestructura necesaria para el correcto funcionamiento del sistema de acueducto en el Cantón de Buenos Aires. CL

1438-11. SERVICIO DE AGUA. NIEGAN INSTALACIÓN DEL SERVICIO. Manifiesta  la recurrente que tiene más de cinco años de vivir en el asentamiento campesino Mollejones y el Instituto de Desarrollo Agrario la califica como elegible para la adjudicación del lote, pero ha solicitado al Acueducto Rural del la instalación de una paja de agua y no quieren ayudarla. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a respectivamente al administrador y Presidente, ambos de la Asociación del Acueducto de Vivero de Coyolar de Orotina, instalar, de inmediato, una fuente pública de agua potable en un lugar accesible y en el que no corra peligro la vida de la amparada. CL

SUJETO DE DERECHO PRIVADO
1825-11. LAUDOS. EJECUCIÓN DE LAUDOS. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 58 y 66 de la Ley sobre Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social, número 7727. El argumento del actor radica en que las normas transcritas evidencian una justicia asimétrica, inequitativa e injusta, es decir, un privilegio odioso que genera agravio irreparable en detrimento del patrimonio de su representada. A su juicio, tales disposiciones normativas infringen los principios de proporcionalidad, razonabilidad y seguridad jurídica, porque conlleva a la quiebra, y por ende, a la liquidación y extinción de su empresa, debido a que la empresa que figura como contra parte en el laudo, goza de la facultad de acudir a la vía judicial a ejecutarlo, no obstante exista impugnación por medio del recurso de nulidad que establece el numeral 67 de la misma ley, que a su criterio refleja la viabilidad de ejecutarlo a pesar de que el laudo no estuviere firme. Asegura que dicha norma, ante la hipótesis de que el recurso de nulidad fructifique, y se anulara el laudo, exime a la parte interesada en la ejecución del laudo de la rendición de caución o garantía para garantizar a la contra parte un entendible resarcimiento por daños y perjuicios generados por la ejecución pretendida. Sobre el tema la Sala se pronunció en las sentencias 11153-07 y 2995-05. Se reitera que el arbitraje constituye un derecho fundamental de carácter autónomo o típico. Asimismo, no debe omitirse recordar las características más relevantes del arbitraje, entre ellas tenemos que, conceden a las resoluciones finales decretadas en esos procesos o laudos, la fuerza de una sentencia dictada en un proceso jurisdiccional, por ende lo resuelto es obligatorio para las partes, al generar la eficacia y validez de la cosa juzgada material, como bien lo advierte el numeral 58 de la citada ley. Por tal razón, los laudos dictados en los procesos arbitrales revisten el carácter de inapelables, definitivos, coercitivos, inmodificables e inimpugnables; por ello, vinculan a las partes a cumplirlo sin retardo, en estricto apego a una justicia pronta y cumplida. La Constitución reconoce el instituto del arbitraje, como una eventual salida a un conflicto, al proponer una solución que precisamente descansa en la voluntad de las partes en disputa, son ellas  las que, según el caso específico, deciden el destino de someter a árbitros su diferendo, firmando para esos efectos el denominado “compromiso arbitral”, es  decir, el ámbito dentro del cual el árbitro o los árbitros, van a dirigir su actuación y consecuencias que tendrá el laudo o la resolución final (ver resolución número 1993-1079, Sala Constitucional, Corte Suprema de Justicia). RF 















